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AI.BKRT TKVCW-TORE: Por un contrato de
solidaridad.

El contrato de solidaridad es la apa-
rición de una nueva voluntad política
lúe se asienta primeramente en el entor-
no inmediato y en cada país. Significa
e ' rechazo de las desigualdades sociales
-•> por tanto, un esfuerzo sincero, res-
ponsable y ordenado para suprimirlas;
t s la participación de los trabajadores
l-n la gestión de las empresas; rige el
cmpleo de los hombres antes que el de
!íis máquinas.

El contrato de solidaridad permite el
e4mhbrio regional y da ocasión a paí-
tí5 vecinos para proceder a iníercam-
lns vivificadores en los planos cconó-

nilco- s°cial y cultural; regula de mejor
•lanera la transferencia de las técnicas

e las mercaderías; autoriza la migra-
l ü n «-'entro del orden.
. E I c°ntrato de solidaridad es interna-

oal. !>a un nuevo hálito a los acucr-
j> t!e cooperación, que en adelante

rá responder a los objetivos de un

nuevo orden internacional. Es el marco
para la evaluación de esos acuerdos y
justifica el diálogo .sobre cuestiones con-
cretas entre países industrializados y
países en desarrollo.

El contrato de solidaridad es, efecti-
vamente, la negociación colectiva entre
productores y consumidores de materias
primas. lis la industrialización ordenada
del planteamiento, desempeñando cada
cual un papel de responsabilidad y evo-
lutivo y aceptando las transferencias de
competencias que respondan finalmente
a posibilidades y estructuras auténticas.
En resumen: el contrato de solidaridad
racionaliza las relaciones entre los hom-
bres, entre las naciones y entre los
pueblos.

JOSÉ IGNACIO GARCÍA NINT.T: Elementos
para el estudio de la evolución his-
tórica del Derecho español del trabajo:
regulación de. la jornada de trabajo
desda 1855 a 1931. Primera parte.

Bl objeto de la presente investigación
no es otro que el de adentrarnos en
uno de los temas cruciales en la evolu-
ción histórica del Derecho del trabajo.

No pretendemos en esta ocasión ela-
borar ningún tipo de dogmática acerca
del tiempo de trabajo, puesto que de
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olio nos ocuparemos próximamente. Tra-
tamos, mejor, de dejar constancia aquí
de la evolución registrada desde los
inicios reales de nuestra revolución in-
dustrial en punto a jornada de trabajo.

Para la elaboración del trabajo se ha
optado por el sistema cronológico, in-
tentando aportar o dar referencia, en
la medida de 3o posible e interesante,
de los diferentes factores que contribu-
yen a hacer posible o imposible las
normas estudiadas. Téngase en cuenta
que muchos de los proyectos que ini-
eialmente fracasan reaparecen años más
tarde, a veces textualmente, logrando así
su. propósito en épocas sucesivas.

LKOÍ'ADÍO "ERNÁNDUZ MARCOS: El con-

cepto de «adecuación al trabajo» y la
seguridad e higiene.

Se traía de realizar en este artículo
el preciso y necesario análisis no de lo
que se entiende por seguridad c higie-
ne, sino del contenido normativo que
subyace bajo esta rúbrica, partiendo de
la idea de que el concepto de seguridad
e higiene ha experimentado, a !o largo
del fluir histórico de la legislación, una
paulatina y progresiva ampliación de
este contenido desde su primera invo-
cación en textos positivos, que se pro-
duce en la ley de Accidentes de Trabajo
de 30 de enero de 1900, hasta el actual
estado de desarrollo legal.

nuestro papel de comunistas y cristianos
contribuimos a la lenta y dolorosa su-
peración del largo contencioso histórico
que ha enfrentado durante más de un
siglo marxismo y cristianismo, y de for-
ma, más precisa las Iglesias cristianas
con el movimiento comunista interna-
cional.

MATÍAS GARCÍA. S. T.: Eurocomunismo

español en perspectiva cristiana.

La Iglesia y los cristianos han entra-
do hace tiempo en un proceso de revi-
sión de su propia auíoeompren.sión que
les está haciendo ver cada vez con mas
claridad, por un lado, la vinculación
que existe entre su fe y la promoción
de unas estructuras de convivencia r.ifts
justas y humanas, y por otro, el peligro
a. que, sin embargo, está siempre ex-
puesta la fe de quedar deformad;"1, por
interpretaciones ideológicas, liste pro-
ceso, a pesar de muchas imperfecciones
y contradicciones, nos parece que fc-
sido asumido ya por la misma Iglesia
en virtud de un deseo de fidelidad a sí
misma y que por eso tiene basianfe*
garantías de seguir adelante. Algunos
partidos comunistas han empezado un
proceso paralelo de purificación <¡uc>
por ser más reciente, menos universa»
y más ligado objetivamente con posibles
motivaciones oportunistas, no ofrece to-
davía la suficiente estabilidad.

SSKVSSTA DE KJMENTC SCiCKAL

A'ÍJM. 125, Eiaaríí-Earzít de 1S77

ALFONSO C. C'OMÍN: Sobre la militancia
de cristianos en el partido: hacia un
estado de la cuestión.

Los cristianos comunistas no somos
heterodoxos en el partido y en la Igle-
sia a un tiempo, sino que al asumir

Í''RANC;OIS .OI-NANTF.S : Una lógica /;!'•'"*
y ente. Estudio de las relaciones ent>L

marxismo y cristianismo a partir di'-
análisis del discurso militante.

Me propongo aquí precisar las carac-
terísticas del sentimiento de .ser n>ar-
xista, partiendo de un análisis de la »°"
gica militante, para mostrar luego cóni°
esta lógica puede inducir a un caminar
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susceptible de llevar a los creyentes a
perder su i'e. para evitar un gran malen-
tendido sobre el alcance de nuestras re-
flexiones, precisamos, en primer lugar.
que pretendemos describir no Iris ideas
lie los militantes, sino su discurso. Aho-
ra bien, el discurso de un movimiento
o de una sensibilidad colectiva no re-
fleja fogosamente los pensamientos o
las intenciones de cada acibérente en
particular: traiciona entre ellos una suer-
te de convenio tácito que define el cam-
po de su comunicación, aquello que
«comparten» cuando se reúnen o a aque-
llo que dicen en su propaganda. Este
discurso se caracteriza por insistencias
(los tenias sobre los que se vuelve sin
cesar!, pero también por silencios, pro-
hibiciones. Til respcio de estos silencios
Y de estas prohibiciones es la señal de
liue se participa en el consenso del mo-
limiento.

G. I'"IERRO: ¿ES posible un
cambio en la situación política de la
*••• R. S. S.? l¿il desarrollo político so-
viético y el papel del partido).

'-' posible cambio de la concepción
soviética sólo podrá venir de una trans-
formación de la organización del parti-
( 0 V disminución de su influjo tota-
I l t a r io en la vida del país. ¿Pero quién

capaz de destronar pacíficamente a
a nuiva clase burócrata?
_ LU Unión Soviética va avanzando ha-

Cla "n nivel de vida bastante alto en
zonas urbanas. Aumento del nivel

]" ) K 'a y aumento de la cerrazón ideo-
'-!?ica no parecen ir muy unidos; se

'"-'resano un ajuste político-social.\u d j p
~°s pretextos son múltiples. El mar-
^ , h°y día ha optado en el mundo

»'ersos caminos. Los ideales de la
t ^ soviética tienden hacia un ma-

i[hMÍISm° p r á o t i c ° ; <4U-J¡in a trás los
"•"••ss políticos de antaño. Asia, repre-

sentada por China, cierra el camino
hacia un entendimiento que suponga
una mayor rigidez...

La evolución política y constitucional
se hace posible, pero no a las inmedia-
tas, y por supuesto, una evolución muy
restringida, pues no cabe nías dentro de
un sistema monolítico como el marxis-
ia-leninista, que configura todos los de-
talles del país. F.l paso a un socialismo
democrático es inviable por evolución
mientras se den las condiciones y es-
tructura actuales.

MATÍAS GARCÍA: Apéndice documental
sobre la militanc'ta de los cristianos
cu partidos eurocomimistas.

Hl presente apéndice pretende propor-
cionar al lector aquellos documento.1;
básicos en los que los diversos partidos
de orientación eurocomunista han fijado
recientemente su postura respecto a la
miliíancia de los cristianos en ellos.
La documentación más interesante y no-
vedosa la proporcionan los diversos par-
tidos comunistas del Estado español
(PCii, PC de Euzkadi y PSUC). Tam-
bién tienen gran interés las declaracio-
nes de! ?C francés, con significativas
diferencias respecto a la postura de los
partidos españoles. No conocemos nin-
guna declaración paralela del ?C de
Italia.

33E Sí7,Gl.rMDA3 SOCIAL

Ríatrfsl

Aa© XXV, ¿ r . . &, raovio
bire 3 yl&

ANTONIO FF.RPIÑÁ RODRÍGUEZ: Democra-

cia, y Seguridad Social.

La democracia podrá ser idea excelen-
te en materia de legislación y de go-
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bienio, pero pésima en asuntos de estric-
ta administración. Y la de la Seguridad
Social ha de estar en roanos de técnicos
especializados y no de uncís «intere-
sados» (¿interesados en qué?). Ko se
trata de un 'problema político, sino de
organización administrativa, en la cual
los abusos e injusticias que se cometan
han de prevenirse y reprimirse a través
de otros aríilugios no democráticos:
una inspección eficaz, una buena selec-
ción --con oposiciones o sin ellas-,
una vigilancia ministerial y, finalmente,
por el control superior del Parlamento
y de ia opinión pública, debida y libre-
mente informada. De las múltiples con-
cepciones y acepciones del vocablo de-
mocracia, las más aplicables a la gestión
de la Seguridad Social son las de control
por los representantes del pueblo (en
esa institución única Parlamento-Gobier-
no que, según un escritor franesé, se ka
condensado el parlamentarismo) y opi-
nión pública ubre merced a una Ubre
publicidad con la debida libertad de ex-
presión.

PEDRO (JARCIA DK LLANIZ Y DE J.A TO-

RRE: La llamada «tercera edad».

Bajo la calificación «tercera edad» se
recoge y expresa un hecho social exis-
tente en los países más adelantados: el
10 por 100 aproximadamente de su po-
blación tiene más de sesenta y cinco
años.

Ĵ os avances de la ciencia y, especial-
mente, de la medicina han elevado no-
tablemente las expectativas de vida y
se comienza a considerar una «cuarta
edad» del hombre a partir de los se-
tenta y cinco años.

En la pirámide de edades de esos
países aumenta progresivamente la po-
blación de edad avanzada, mientras pro-

porcionalmente disminuye el índice á¿
natalidad.

CARRASCO BELINCHÓ.W I.Ú capa-

citación profesional como demanda
de la política de personal de los entes
gestores de la Seguridad Social.

Se examina la capacitación profesio-
nal desde la perspectiva psicosociológica
del destinatario de la misma, que no es
sólo un funcionario, sino que es, ante
todo, un ser humano con sus requeri-
mientos y un ciudadano con sus exi-
gencias.

.Se expone, en primer término, la pro-
blemática general de ia capacitación
profesional en ei marco de la Adminis-
tración Pública y se indican después
las peculiaridades que presenta en e '
ámbito de los entes gestores de la Se-
guridad Social.

Ar.o 'íüiJ/li, nuca, i, easrc-'ocraro -''•"'

CÉSAR GALA VALI.HJO: Filiación ilegíti-
ma: su tratamiento en el sistema es-
pañol de la Seguridad Social.

La equiparación de los hijos legítimos
y los ilegítimos se inicia en el sistcm»
español con la ley de la Seguridad So-
cial de 21 de abril de 1966. El mismo
camino sigue, más tarde, la lev " e

de junio de 1971, de protección a las
Familias Numerosas, y la equiparación,
por último, se refuerza con la le}
Financiación y Perfeccionamiento ác *
Acción Protectora del Régimen Genera-
de la Seguridad Social de 21 de ni¿.L

de 1972 y con la ley General de la •*
guridad Social de 30 de mayo de 19 ;••

La medida, en fin, está en armón»*
con la intención del legislador, ™1M un"
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cb las motas ideales del sistema ds la
Saguridad Social, fundada en el principio
da universalidad protectora, es precisa-
mente que todos los españoles sin dis-
criminación alguna tengan derecho a
los beneficios de asistencia y seguridad
social.

MANTEL MOIX MARTÍNEZ: Notas sobre
la pobreza y sus causas en la investi-
gación social inglesa de finales de :;i-

glu. Charles Booth y Seebohm Rown-
tree.

Se exponen las aportaciones de !a
investigación social inglesa sobre el te-
rna, en especial ele las personalidades
citadas, que contribuyeron grandemente
a un planteamiento y un tratamiento
más humano y más completo de la si-
tuación ds los pobres.

Julián Carrasco Bdinchóu

A L E M A N I A

KEOKT BEiR AJSEIKÜT

Abre este número de la revista el ar-
tículo de Volker Bcuíhicn: Conciliación
& intereses y plan social en caso de
quiebra, en el que el análisis se centra
e n al problema de si el administrador
d i la quiebra se encuentra facultado
~~£- incluso, obligado— a llevar a cabo
'° que el artículo 112 de la ley de ?ar-
t'wpadón de los trabajadores en la em-
Pr«a llama conciliación de intereses y
P'an social, de acuerdo con el consejo
( e empresa. Bl problema de fondo re-
s; e en saber si el riesgo de pérdida
s Puesto de trabajo como consecuen-

u a de la qUjebra debe ser soportado
yusivamente por el trabajador o debe
^ r compartido por los acreedores de
t'.

 einIlr*»a; caso de admitirse esto úl-
-10> hay qUe reconocer que el dere-
" de quiebra sufre una importante

d!"1ÍKacÍón a t r a v é s d e 1;l aplicación
í>!.. S prttvis¡ones de la citada ley de
*juticipac¡ón de los trabajadores. Hasta

ni°mento, la doctrina y la jurispru-

dencia han venido admitiendo la vali-
dez de tales actuaciones del administra-
dor de la quiebra, al estimar que éste
ocupa la posición del empresario. El
autor estudia en detalle varios ele los
problemas que ello plantea (que la fun-
ción del administrador de hi quiebra
lleva a la liquidación de la empresa,
ai la ley de Participación de los traba-
jadores ha venido a introducir modifica-
ciones en la anterior regulación del
derecho de quiebra, compatibilidad del
plan social en el marco del proceso de
!a quiebra), para concluir que la con-
ciliación de intereses y el plan social
deben realizarse en todo caso en el
marco estricto del vigente derecho de
quiebra. Por último, opina que, aunque
se admitiese la posibilidad de un pían
social sin limitaciones derivadas de la
aplicación del derecho de quiebra, los
créditos resultantes no se encuentran ía-
vorecidos por ninguna clase de privi-
legio.

tlorst Clemens estudia la Nueva re-
gulación de los grupos de empleados
en el servicio público, introducida re-
cientemente al renovarse el convenio
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colectivo federal de los empleados do
este sector. De acuerdo con la regula-
ción anterior, la remuneración de este
personal venía determinada por ¡a fun-
ción desempeñada, clasificada en deter-
minados «grupos salariales»: tales grupos
estr.ban definidos por descripciones ge-
nerales en las que se subsumían los
distintos puestos de trabajo o, en casos
excepcionales, por descripcior.es concre-
tas, «.as normas dei nuevo convenio
colectivo han venido a introducir sen-
sibles modificaciones en el procedimiento
de asignación de cada empleado a su
grupo salarial, entre las que destaca la
de que la valoración de la función no
se hace ya en atención a las actividades
principales desempeñadas, sino en aten-
ción a la actividad global o de con-
junto.

Los Efectos de la jaita de permiso de
trabajo sobre la relación laboral de los
trabajadores son estudiados por Gerd
Engels en un extenso artículo. De acuer-
do con el artículo Í8 de la ley de Pro-
moción del Trabajo de 2969, es obliga-
toria la obtención del permiso de tra-
bajo para la contratación de trabajadores
extranjeros no pertenecientes a países
miembros de la Culi. Si se piensa que
la falta de tal permiso provoca la nu-
lidad del contrato, se estaría en presencia
de una simple relación laboral de hecho
que el empresario puede extinguir me-
diante una mera declaración de volun-
tad, sin que se apliquen las previsiones
de la ley de Protección frente al des-
pido. La sanción de nulidad ha venido
siendo mantenida por la jurisprudencia
del Tribunal Federal de Trabajo y es
también la posición mayoritaria de. la
doctrina. La posición del autor es muy
distinta: el permiso de las autoridades
laborales no es un acto administrativo
conformador de un derecho privado,
sino una mera autorización de Derecho

público, sin ningún efecto, por tanto,
sobre la eficacia del contrato. No es
aplicable tampoco ia previsión del ar-
tículo 134 del Código civil (nulidad del
negocio en el. caso de infracción de una
prohibición legal), porque el artículo 19
de la ley de 1969 no constituye una
prohibición en sentido técnico y porque,
además, la sanción de nulidad del cita-
tío precepto del Código civil tiene ca-
rácter subsidiario, y del artículo 19 men-
cionado no se desprende la nulidad del
contrato. El autor tampoco admite la
aplicación del artículo 139 del Código
civil (infracción consciente de la ley)
ni del artículo M>6 del mismo cuerpo
legal (imposibilidad de la prestación de-
bida por el contrato). La conclusión,
pues, es la de la eficacia de! contrato,
que no depende de la concesión de! per-
miso administrativo, sino que se rige
por las reglas generales de la contrata-
ción privada. A la luz de esta conclusión,
se abordan dos cuestiones concretas: el
derecho a! salario cuando el empresario
se rehusa a dar trabajo por falta ¿cí

permiso y la posibilidad de despido en
el caso de retraso en la concesión del
permiso.

Gerhard Roldt ofrece una breve refe-
rencia sobre El resultado de la votación
sobre la cogestión en Suiza. En el fiU
mero de enero-febrero de la misma re-
vista el autor publicaba un artículo
sobre el desarrollo y la situación actual
de la cuesííón de la cogestión en tfse

país: se anunciaba allí la próxima ce-
lebración de una consulta popular sobre
el proyecto preparado por los Sindica
tos suizos y el contraproyecto de 1"
Asamblea nacional. El voto popular n
rechazado ambos textos por una íu"1"1"
mayoría; la participación en Ia v ° _
ción, sin embargo, ha sido muy •*•>
(38 por 100, lo que indica el escaso io-
terés de los ciudadanos por el teffl-
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De la fuerte proporción de votos nega-
tivos uo parece que pueda deducirse una
posición contraria a la cogestión en ge-
neral, sino simplemente un rechazo de
los textos propuestos. F.l resultado es
que la Constitución de la Confederación
no se modifica. I.as cosas, sin embargo,
no van a seguir igual que antes: tan
sólo dos días después de la consulta
•se ha presentado una nueva propuesta
de modificación de la Constitución en
la materia. 1,os Sindicatos, por su parte,
parecen dispuestos a seguir luchando
por el tema de la cogestión, aunque de
momento estimen conveniente un perío-
a>1 de reflexión antes de tomar nuevas
iniciativas.

Antonios Ánaniadis describe los Prin-
cipios fundamentales del sistema iurídi-
co-lahoral en la Constitución griega, tex-
to que entró en vigor en el mes de junio
ll° 1975 y en la que se evidencia una
«ara influencia de la ley Fundamental
u¿ la República Federal de Alemania.

/l autor destaca el reconocimiento y
guarnía del derecho de propiedad pri-
vada; üi derecho al libre desarrollo de
j a Personalidad y a ¡a participación en
ia vi<^a social, económica y política del
Paisl el derecho al trabajo, que se co-
{XÍ *>ajo la protección del F-stado, de-
l u d o cuidar éste de la creación de
empleos y de la colocación de los ciu-
dadanos; el derecho de sindicación y
d Participación de los sindicatos en la
lfaUlación de las condiciones de traba-

traves de los convenios colectivos:
u brecho de huelga, sobre el que el
dUl°i" hace una serie de reflexiones cla-

e'ife inspiradas en la muy conser-
.? r a doctrina del Tribunal Federal de
Traba alemán.

^'°n el título de El derecho funda-
•S-'Ual al SMialismo, liorst Ehmann pu-
.. l)na reseña crítica del libro de
'• Daubler El derecho fundamental a

la cogestión y su realización a través
de la defensa de los derechos de par-
ticipación en la negociación colectiva.
i.a crítica se realiza desde posiciones
ideológicas y doctrinales diametralroenle
opuestas a las del autor de la obra,
cuyas tesis —inútil os decirlo— son se-
veramente analizadas, aunque con argu-
mentos de muv distinto valor.

¿EJ i í>-agnsíi!í il 376

Contiene esta entrega de la revista
cinco nuevas contribuciones sobre una
de las materias más estudiadas moder-
namente por la doctrina alemana: la
ley de 3972 sobre Participación de los
trabajadores en la empresa. Hs la pri-
mera ia de Ihibert Bichler: Jurispru-
dencia del Tribunal Federal de 'i'raha)o
sobre la ley de Participación de 1972.
Se trata de un estudio descriptivo de
algunas cuestiones problemáticas del
texto legal que han sido desarrolladas
o aclaradas por la jurisprudencia. El
autor destaca, en primer lugar, la im-
portancia de la materia en la práctica
judicial actual: si en los dieciocho años
de vigencia de la ley de 1952 el Tribunal
Federal resolvió un total de 271 recur-
sos, en los cuatro años de aplicación
de la vigente se ha llegado ya a la cifra
de 439. En el conjunto de los casos
resueltos, es importante la serie de sen-
tencias en torno a los llamados «traba-
jadores directivos», excluidos de la apli-
cación de la ley en tanto que desarrollan
funciones típicamente empresariales: la
exacta delimitación del concepto de ta-
les trabajadores y la posible audiencia
del Consejo de empresa para proceder
a su despido se encuentran entre las
estudiadas con mayor frecuencia. Otro
importante número de decisiones giran
en torno a la composición, elección y
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actividad del Consejo de empresa: ma-
terias tales como el nombramiento de la
Mesa electoral por el Tribunal de Tra-
bajo, elección de! presidente del Con-
sejo, participación de los miembros de
éste en cursos de formación y su con-
sideración como actividad costeada por
el empresario, son algunas de las in-
cluidas en este grupo. La participación
y cogestión del Consejo de empresa en
los denominados «asuntos sociales» ha
planteado también buen número de re-
cursos (aprobación de normas sobre
sanciones, arrendamiento de viviendas,
acuerdos sobre permisos no retribui-
dos) y algo similar ha ocurrido en el
terreno de los llamados «asuntos perso-
nales». El tema de la participación en
las «empresas de tendencia» ha dado
lugar, igualmente, a importantes deci-
siones, y lo mismo puede decirse de los
preceptos de la ley relativos a las mo-
dificaciones en los centros de trabajo y
al procedimiento de quiebra.

I .a ley de 1972 y la problemática de
su aplicación judicial sirve de justifica-
ción ¡i Leonhard Wenzei para una serie
de reflexiones personales sobre la ac-
tividad del juez, realizadas por una per-
sona que la conoce «desde dentro». lil
articulo, titulado Exigencias de una mo-
derna jurisprudencia laboral, aborda te-
mas diversos: carácter de compromiso
de la nueva regulación, posición con-
trapuesta de Sindicatos y Asociaciones
patronales (evidenciada ya en el proce-
so de aprobación de la norma y que
se prolonga en el plano judicial), con-
diciones de trabajo del juez (obligado
a utilizar fuentes de conocimiento dis-
tintas de las habituales), carjía de tra-
bajo y reparto tic asuntos entre los
distintos Tribunales, críticas de las de-
cisiones tanto desde el lado patronal
como desde los Sindicatos. Para hacer
posible la acomodación de las condicio-

ncs de trabajo de los jueces a las nue-
vas exigencias, el autor termina haciendo
una serie de propuestas que son al mis-
ino tiempo las conclusiones de su. estu-
dio : necesidad de aumento de tribuna-
les, organización de un servicio moderno
y eficiente de información al juez sobre
la realidad social, económica y políti-
ca que forma e! entorno en que se
aplica la ley, modificación del sistema
de reparto de los asuntos entre los dis-
tintos órganos de la jurisdicción laboral.

Mubert Fsser lleva a cabo, en ¿Ncce-
sariedad y discrecionalidad?, un análisis
que es más tic metodología y dogmá-
tica jurídicas, en general, que de la lev
de 1972. El punto de partida del mismo
es Ja jurisprudencia del Tribuna] fe-
deral de Trabajo decidiendo que la obli-
gación de costear los gastos del Consejo
de empresa por parte de! empresario
comprende aquéllos que han sido origi-
nados por la participación de ios miem-
bros del Consejo en cursos de instruc-
ción y formación, en la medida en quc

ello sea necesario para la actividad del
órgano de representación (de acuerdo
con lo previsto en !os artículos 37 j ' 4*
de la ley de 1972). La jurisprudencia
mantiene que esa «necesariedad» es un
concepto jurídico indeterminado Que

permite un cierto margen de discrecio-
naiidad al propio Consejo de empresa
y a los tribunales. Tras ofrecer a!gur¡;is

de las decisiones más significativas en
la materia y un resumen de opinan'»
doctrínales, el autor repasa la doctrina
administralivista en torno a los «*-'"
ceptos jurídicos indeterminados» V ll

«discrecionalidad», concluyendo quo
tribunales administrativos han abando-
nado en la práctica el uso de este u
timo concepto, del que se ha obteirt ¿
muy poca utilidad. A la misma conclu-
sión puede llegarse en el caso coners <'
de los preceptos legales comentado?-
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Los artículos 111 a 113 de la ley de
Participación prevén la cogestión de!
Consejo lie empresa en aquellas modi-
ficaciones producidas en los centros de
trabajo que tengan como consecuencia
algún perjuicio para el personal. Werner
Buila paite de esta previsión legal para
desarrollar su estudio ¿Son los despidos
con ílehrr de denuncia modificaciones
del cauro de trabajo en el sentido de
la ley de 1972? Comienza exponiendo
sintéticamente el estado actual de la
dnctrina y de la jurisprudencia sobre el
tema, frente a las que expone su propia
posición: esos despidos no pueden ser
considerados como modificación del
centro de trabajo en el sentido legal.
Tal posición es defendida en una ani-
P'ia y detallada argumentación que cora-
Prende la interpretación del concepto
«centro de trabajo» utilizado por la ley
a estos efectos, así como la interpreta-
ban sistemática del conjunto de la ley,
!'<• histórica y la teleológica. Bn una se-
gunda parte, el autor aborda el problema
uc determinar qué medidas de entre las
lüe pueden preceder a esos despidos
P*¡iieii ser consideradas correctamente
c°mo modiücaciones del centro de tra-
O l», siempre en el sentido de la ley

les trabajadores en la empresa. Co-

•wn?a eliminando algunos casos con-
cretos (reducción de! objetivo técnico-

o r a i del centro de trabajo, reducción
, ámbito negocial. interrupción en la
fricación de un determinado artículo
^ ¿n la realización de trabajos secun-
<nos); prosigue con otros casos con-
tadas como no problemáticos (des-

. lu'ji- tie m a q u i n a r i a u otras
Instala«ones del centro, falta de utili-

de

zación de instalaciones;, para abordar,
por último, otros más polémicos (re-
ducciones de turnos de trabajo, cierre
de instalaciones de la empresa). El es-
tudio termina con el planteamiento de
determinadas cuestiones relativas al pro-
cedimiento previsto en la' ley en el caso
de falta de acuerdo entre el empresario
y el Consejo de empresa; procedimiento
que comprende una doble fase, admi-
nistrativa (con intervención de la Ofi-
cina de Trabajo del Land y de una
instancia de arbitraje obligatorio) y ju-
dicial.

El quinto y último artículo es de
Wilhclm Unlenbruck: Ley de partici-
pación en la empresa y reforma del De-
recho concu.rsal. Comienza recordando
que el principio fundamental en que se
inspira el Derecho concursa! es el de
impedir la satisfacción individua! y ais-
lada de los créditos de aquellos acreedo-
res más prontos en la defensa de sus
intereses. La reciente reforma de esta
materia no ha significado ninguna me-
jora importante en la posición de los
trabajadores en la masa de la quiebra:
en opinión del autor, la propia juris-
prudencia lia contribuido a ello a! re-
forzar en sus últimas decisiones la falta
de socialidad del procedimiento legal.
El estudio crítico termina haciendo re-
ferencia a algunas recientes propuestas
en orden a mejorar la protección de los
derechos de los trabajadores en los
casos de concurso de créditos: un cu-
cargo del Xinisterio Federal de Justicia
al Instituto Max I'Ianclc y un proyecto
de ley de la Asociación de Abogados
alemanes.

Fermín Rodríguez-Sañudo
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MAX BRUKOT: /<C« regímenes de precios
concertados.

El autor estudia en este artículo ios
aspectos técnicos y jurídicos di: la po-
lítica de precios concertados iniciada
por el Ministerio de Hconomía y Fi-
nanzas en ¡965; política iniciada para
sustituir las constricciones derivadas dei
bloqueo de precios establecido por la
orden núm. 24.873, de 12 de septiembre
de 1963, sin por ello correr el riesgo
del alza exagerada que pudiera haberse
derivado de su total ¡iberali/.ación.

Como afirma el autor, entre ias dos
situaciones extremas —fijación autorita-
ria de precios y libertad plena en su
determinación—, cha parecido oportuno
escoger una vía intermedia y nueva»,
inspirada en la idea tíe que la mejor
manera de conciliar el ínteres general
y los intereses particulares es la de es-
tablecer la política de precios mediante
su concierto con las organizaciones in-
teresadas en cada sector.

RAYMONU Mu7.rM.Ki:: El accionariado del
personal en las empresas públicas.

V.\ 2?. de septiembre de 1969, el en-
tonces presidente de la República Fran-
cesa, nionsieur Pompidou, anunciaba la
introducción del accionariado obrero en
las empresas públicas (primero Renault,
luego los Bancos nacionales y las em-
presas nacionales de seguros y, final-

mente, la Sociedad Nacional de la In-
dustria Aeroespacial - SNIAS— y 1".
Sociedad Nacional de Estudio y Cons-
trucción de M o l o r e s de Aviación
— SNF.CMA- ).

La introducción del accionariado obre-
ro en tales empresas • -destaca el autor- -
demuestra tina vez más «la importancia
de la fase gubernamental y la insigni-
ficancia de la fase parlamentaria». Fn
apoyo de su afirmación, pone tic relieve
cómo la elaboración de las distintas dis-
posiciones se llevó a cabo a partir de
una iniciativa del Elíseo, dedicándose
períodos excesivamente cortos para su
discusión en el Parlamento.

Dicha actitud ha merecido las más
severas críticas de los miembros del
legislativo. Así. con referencia a! pro-
yecto regulador del accionariado en Re-
nault (convertido luego en ley núme-
ro 70-11, de 2 de enero tío 1970),
M. Brun, miembro de la Comisión «e

Asuntos Sociales del Senado, deploraba
«que un proyecto de esta envergadura,
susceptible de originar interesantes aná-
lisis, investigaciones en Francia y el eík

tranjero. estudios comparados, <iiscusi°*
nes importantes, sea examinado pi">r ^
Parlamento en un fin de sesión», c o n

el apresuramiento inevitable que dicha
circunstancia comporta.

De forma parecida. M. Dailly se
jaba del apresuramiento con ios

proyectos de ley sobre accionaria.¿o

obrero en los Bancos nacionales y ^ -
las empresas nacionales de seguros (n «̂
tarde leyes núms. 73-8 y 73-9, r s sP"^
tivamente, ambas de 4 de enero
1973) fueron sometidos al Parlara"!1*
Y M. Bignon, en relación con el P10
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yecto de ley de accionariado en SN1AS
y SNF.CMA, aludía al brevísimo tiempo
concedido ai Parlamento para su estu-
dio y discusión, agradeciendo al Gobier-
no con aguda ironía el haber estimado
en tan alto grado la «capacidad de asi-
milación» de los miembros de la Co-
misión legislativa, que. a causa de dicha
premura, debían «dominar en unos días
un texto sobre el que los más califica-
dos expertos han trabajado durante mu-
chos meses».

?or otro lado, el autor se pregunta
si ¡a fórmula del acdonariado obrero
•••que, en expresión de Poinpiduo, es
«económicamente la más saludable y
sücialmeiUo. la más satisfactoria» - con-
tribuye realmente a la desaparición del
antagonismo capital-trabajo (a «desalíe-
Mr» a los trabajadores), o si, por el
contrario, sirve sólo para disimular la
»uchu de clases sin suprimir la explota-
c:|!>n de los trabajadores, igualmente, se
etestioun si la reforma tiende a la me-
I"ra de! mundo del trabajo, o si más
bien posee una finalidad puramente po-
lítica enraizada en la linea iniciada por
e! genera! De Gaulle. que vio en la
Participación obrera en el capital «una
tercera vía entre el capitalismo y el
comunismo».

Tras esta serie de heterogéneas consi-
•fcraciones iniciales, R. Muzellec divide
i u exposición en dos partes, lín la pri-

le¿u analiza los «derechos pecuniarios»
1ue derivan del accionariado (participa-
Clo'i de ios trabajadores en el capital

l'n 'o s beneficios), así como los dere-
los. n ° Pecuniarios constituidos por la

Part icipación e n , a v k j a d e l a e m p r c s a

- en la gestión de la misma.
~'"i la segunda pasa revista a las re-

^ r o U s i n- s de la introducción del ac-
r¡ado obrero en las empresas pú-

blicas, señalando que el mismo «supone.
ipso fació, una desnacionalización de ia
propiedad de las empresas, sin que. sin
embargo, se produzca una privatización
do su ae.stión».

.¡can Savaticr —jurisprudencia comen-
tada- - nos ofrece e'í comentario de tres
sentencias. La primera, dictada por el
Tribunal de 3esancon el 8 de agosto
de 1473 —en relación con el asunto
L1F•-. establece que cuando una so-
ciedad se halla en trámite de liquida-
ción, el síndico de ia quiebra puede so-
licitar una orden judicial ds precinto de
los bienes sociales, así como la expulsión
de los trabajadores que, contra su vo-
luntad, ocupan los locales de la fcin-
presa.

La segunda, dictada por el Tribunal
de Keims (3 de abril de S973), niega al
Comité de empresa legitimación para
intervenir en un litigio surgido entre el
cedente y el cesionario de un paquete
de acciones de una sociedad que permi-
tía el control de la misma y cuya cesión
se había declarado nula.

La tercera y última do las comen-
tadas —sentencia de la Sala de lo So-
cial del Tribunal de Casación de 10 de
octubre de 1973— declara e! carácter
abusivo de los des-pidos derivados de
una reorganización empresarial llevados
a cabo sin respetar la consulta previa
al Comité de empresa que establecen las
leyes al respecto.

Guy Caire aporta su habitual análisis
tie la situación social y Hubert Groutel
comenta la jurisprudencia reciente en
materia de seguridad social.

Jesús M. Galiana Moreno
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I T A L I A

K5VÍSTA GüUKiní'JCA DEL LAVOKO
E DüMXA PKEVITOENZA SOCÜA?,E

¿uJso-GLtsibre áe Í97S

)'. Ai.i EVA: L'esiTcizio del diritto di scio-
pero ncllc az.icnde con implante a ci-
clo continuo.

Se incardina este artículo dentro del
estudio de un tema ampliamente tratado
por la doctrina científica italiana, el es-
tudio de los límites al ejercicio del de-
recho de huelga, si bien incide en el
tratamiento ríe un aspecto ciertamente
novedoso de esta cuestión, a! estudiar la
misma desde la perspectiva de las posi-
bles limitaciones al citado derecho en
las empresas que trabajan a ciclo con-
tinuo. La importancia del ¡enia viene
dada, en opinión de Alleva. por la ne-
cesidad de someter a revisión crítica las
teorías limitativas del ejercicio del dere-
cho de huelga, teorías que se manifies-
tan con especial trascendencia en este
tipo de empresas. Para ello, parte del
estudio de la tradicional distinción entre
¡imites internos y límites externos, si-
tuando dentro de los primeros aquellas
limitaciones derivadas de posiciones doc-
trinales tales como la necesidad de co-
rrespondencia entre los sacrificios o la
teoría del daño injusto. En el segundo
apartado sitúa las posiciones que afir-
ma la obligación do respeto en el ejer-
cicio del derecho de huelga a bienes
constitucionalmente protegidos tales co-
mo la seguridad física o la propiedad
privada.

Pasando revista al primer grupo (lí-
mites internos) considera que los mis-
inos se fundan en un equívoco. De esta

forma, se ha afirmado que la huelga,
al comportar !a suspensión momentánea
del cambio entre retribución y utilidíul
productiva, no puede suponer para el
empresario otro daño que la pérdida
de esta última, sin que pueda lógicamen-
te incidir sobre la productividad de la
prestación cuando la relación de trabajo
se haya reemprendido. Pues bien, en la
base de estas afirmaciones se encuentra
la misma concepción: que la prestación
de trabajo produce y debe producir. >:n
una determinada unidad de tiempo, una
utilidad constante, considerándose fi.U"s

e invariables los factores organizativos
de la producción. Y que, en consecuen-
cia, sea constante la pérdida de la utili-
dad productiva, como resultado do la
suspensión, a causa de la huelga de la
prestación de trabajo.

No es difícil advertir las consecuen-
cias que el admitir tales planteamientos
podría traer consigo en orden a la p°~
sibilidad de huelgas en empresas qü*
trabajan a ciclo continuo. Es evidente
que, si se parte de la correlación uti-
lidad productiva-retribución, en las ci-
tadas empresa, o no seria posible el cjer

cicio del derecho de huelga, por cuanto
la interrupción produciría un daño in-
justo, en la medida en que es claro qui-
se causaría un notable daño a la produc-
tividad de la empresa, o bien de reali-
zarse traería consigo consecuencias m-
gravosas para el trabajador, por cuan <-
al suponer la huelga un mayor dam'
la productividad, autorizaría, en basi-
a la correspondencia de sacrificios, a s
pender su obligación retributiva en un»
cuantía superior a la estrictamente <£
¡•respondiente al tiempo que s e ^a

jado de trabajar.
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La falacia de tal argumentación la en-
cuentra Allcva en el hecho de que la
misma parte de la existencia teórica de
unidades de productividad autónomas, o
10 que es lo mismo, que se considera
aisladamente la productividad que la
prestación de trabajo individual compor-
ta, sin tener en cuenta los demás factores
organizativos que en la misma inciden.
De esta forma, se parte en las concep-
ciones limitativas antes enunciadas de
un planteamiento falso, por cuanto la
utilidad productiva o la misma produc-
tividad no son susceptibles de ser frag-
mentadas individualmente, de donde la
pretendida ecuación utilidad productiva-
relribución, cae por su base.

Mayores dificultades comporta el es-
tudio de los límites externos al ejercicio
''•el derecho de huelga respecto de su
eficacia en las empresas que desarrollan
su trabajo a ciclo continuo. Se trata de
Pasar revista a la posible colisión entre
JI derecho de huelga y otros bienes e
uuereses que son objeto, asimismo, de
Protección por el orden constitucional
vigente y más en concreto con el respeto
a la propiedad privada sancionada por
Ia Constitución italiana.

I-a argumentación básica sería, en con-
secuencia, !a siguiente: en la medida
011 C!1IC en las empresas a ciclo continuo
l a interrupción de la prestación de tra-
pío, inherente al concepto de huelga,
Puede suponer un perjuicio no sólo en
cuanto a la pérdida de utilidad produc-
l va- sino que en la misma medida se

°stá dañando la organización de medios
-e producción sobre los cuales el empre-

SHno tiene un derecho de propiedad, el
f re ído del derecho de huelga entra en
c°Hsión con el respeto a la propiedad

. - --..¿ ~ — ,- r

Privada reconocido constitucionalmente,
^ igual que el derecho de huelga. De

«na, al suponer un atentado con-
Piopiedad ha de reputarse ilegíti-

p a for

mo el ejercicio de este último derecho.
La quiebra de tal planteamiento se

encuentra, aun admitiendo el reconoci-
miento constitucional de la propiedad
privada de los medios de producción,
en que, según Allcva, el empresario es,
en efecto, propietario de los medios de
producción, pero ello no significa que
su propiedad signifique por si sola la
productividad de los mismos, pues para
que el capital pueda producir bienes y
servicios es preciso su conjunción con
otros factores, señaladamente el trabajo.

?. ICI-IIXO: Interesse dcliimpresa, pro-
gresso tecnológico e tutela dclla profe-
sionalita.

Se plantea en este trabajo de Ichino el
estudio de un tema que en los últimos
tiempos ha enfrentado las posiciones
doctrinales de los laboristas italianos
con las decisiones jurisprudenciales adop-
tadas en la materia. Se trata de la solu-
ción que debe proporcionarse al conflic-
to de intereses que se establece entre el
de la empresa a la reducción de los cos-
tos de producción, mediante la utiliza-
ción de las innovaciones tecnológicas y
el del trabajador a. conservar su catego-
ría profesional, interés este último que
encuentra su fundamento legal en la
nueva redacción que a! artículo 2.013
del Códice chile ha dado el artículo 13
del Statuto dei lavoratori.

í.os planteamientos extremos de la po-
lémica vienen dados por aquellas posicio-
nes doctrinales que propugnan la abo-
lición del tus variandi del empresario y
la desorientación jurisprudencial que va-
cila en ¡a individualización de un crite-
rio general de solución del conflicto en-
tre el interés tlel trabajador a la tutela
de la propia profesionalidad y el interés
de la empresa a la movilidad de la fuer-
za de trabajo.
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Sobre esta base pasa revista Ichino
tanto a las posiciones jurisprudenciales
como a las teorizaciones de la doctrina.
Es de resaltar su análisis de la posición
del trabajador dependiente frente a las
occisiones empresariales en esta materia
en base a descubrir si el trabajador es
titular de un derecho subjetivo o de un
interés legítimo con base al artículo
2.(113 del Códice civilc. Del mismo mo-
do, se plantea la posible existencia de un
interés de la empresa, merecedor de tu-
tela, a proceder a las renovaciones tec-
nológicas que el progreso técnico aporta.
Sin embargo, reproducir en esta recen-
sión los pianteamientos técnico-jurídicos
de "chino excedería de los límites de la
misma. Por ello, parece más oportuno
extenderse en su principal aportación,
que es i:i paso de una noción tradicional
a una nueva, noción de la profesionali-
dad, entendida como capacidad de con-
trol colectivo por los trabajadores del
proceso productivo.

La superación de la óptica tradicional
en esta materia debe operarse, en opi-
nión de Tchino. en base a la sustitución
de la noción de profesionalizad indivi-
dual por la colectiva. Como premisa
previa para tal mutación en la conside-
ración del problema viene dada por la
necesidad de adquisición por eí trabaja-
dor de un conocimiento global de la
empresa. 31 intercambio de papeles en
el ámbito de la unidad productiva, la
rotación de funciones en interés de los
trabajadores pueden ser algunos de los
instrumentos que pueden facilitar el
mencionado cambio. Todo ello conduce,
por otra parte, y ésta es la conclusión
más afortunada del autor, a la conse-
cuencia de que las decisiones empresa-
riales relativas a la organización del
proceso productivo puedan ser objeto
de control colectivo por parte de los
trabajadores o sus representantes y que.

a través, preferentemente, de la nego-
ciación, pueda llegarse a soluciones vá-
lidas que tutelen los intereses merecedo-
res de tutela de empresarios y trabaja-
dores.

21 artículo de Ichino ofrece además
un interés suplementario, por cnanto la
jurisprudencia italiana, planteó la posi-
bilidad de que negar la posibilidad de
innovaciones tecnológicas al empresa-
rio sería condenar ai trabajador al
despido por justificado motivo objetivo.
Bl interés radica en que en el ordena-
miento español tan justificado motivo
objetivo ha sido concretado por normas
legales recientes, ün concreto, el artícu-
lo 39 del real decreto-ley de 4 de marzo
de 1977. en el que, sobre todo en sus
apartados b) y <•;, se hace referencia di-
recta a estas cuestiones al establecer 1»
procedencia del despido en los supuestos
de falta de adaptación al puesto de tra-
bajo y de necesidad de amortización in-
dividual de un puesto de trabajo, sin
olvidar Ja posibilidad de modificar, sus-
pender o extinguir con carácter colecti-
vo los contratos de trabajo, en base «1
decreto de Política de limpleo de 2 de
noviembre de 1972, por causas tecnoló-
gicas o económicas. líncontrar fórmulas
de superación en las soluciones que ofre-
ce la doctrina científica de ordenamien-
tos ían cercanos al nuestro como el ita-
liano parece operación perfectamente
válida. Por otra parte, en cierto m>">u>

el control colectivo del proceso produc-
tivo es solución que de alguna forma
adopta el artículo 45 del reciente decre-
to-ley.

T. BrrcAix): ímpiieazione del/a
<: «privacy» ncl rapporto di la'''01

Considerazione sulla Statuto dei din' '
dei la voratori.

I.a importancia del tenia tratado P"r

Bucalo en este artículo viene basat.»
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lo que h implicación de la persona en
la relación de trabajo asume particular
importancia tanto en la medula en ijue
representa la razón que distingue al De-
recho del trabajo, como en lo relativo
a su. significación en orden a lograr una
tutela de la libertad de la misma perso-
nalidad humana. F.í elemento personal
es analizado por el autor, no en cuanto
caracterización de la relación laboral
como intuilu personan, sino en sus as-
pectos referentes a la implicación de la
personalidad en la prestación de trabajo
y con base a garantizar al trabajador ia
necesaria tutela de su propia persona-
lidad.

Para ello pasa revista a los preceptos
del Estatuto de Derechos de los traba-
jadores que se refieren de modo directo
a este tema. En concreto analiza, en pri-
mer lugar, el poder de vigilancia del
desarrollo de la prestación de trabajo,
cuestión regulada en los artículos 3 y 4
<M Estatuto, es decir, los relativos al
Personal de vigilancia de la actividad
laboral, así como a la prohibición de
uso tle instalaciones audiovisuales con
finalidades de control a distancia de la
«•'-ctividüd de los trabajadores, poniendo
de relieve la contradicción entre el sig-
niüeado personal del poder de vigilancia
Previsto en el artículo 3 y el primer pá-
rtv.to del articulo 4 que se manifiesta en
-°s términos más arriba expuestos. En
Un sentido similar, se detiene Buealo en
el análisis del artículo 6 del Estatuto
•"!Uc Prohibe los registros personales de!
'^bajador, salvo en aquellos casos en
Iue sean indispensables para la tutela

Patrimonio empresarial.

importancia reviste asimismo
SU ref«enc¡a al artículo 8. que establece
Para el empleador la prohibición, a efec-
_°s de contratación o en el curso del
"«arrollo de la relación de trabajo, de

iUar indagaciones, incluso por medio

de terceros, sobre las opiniones políti-
cas, religiosas o sindicales del trabajador.
Pone este artículo en relación con ei te-
ma de las Tt'ndenzbt'iriclí o empresas
de tendencia, es decir, empresas cuya
finalidad os la persecución de objetivos
políticos, sindícalas, religiosos, científi-
cos, etc., poniendo en duda que en estos
supuestos se pueda aislar la esfera de
personalidad del trabajador sin lesionar
el interés de la empresa en mantener
una determinada posición política, ideo-
lógica o religiosa.

Finalmente, se detiene Bucalo en el
análisis del artículo 5 del Estatuto, que
prohibe las comprobaciones por parte
del empresario sobre la idoneidad y so-
bre, la enfermedad o accidente del tra-
bajador dependiente, así como prescribe
que el control de las ausencias por en-
fermedad sólo podrá ser realizado a tra-
vés de los servicios de inspección de los
Institutos de Previsión competentes.

Todas estas cuestiones ofrecen, a mi
modo de ver. notable interés para el es-
tudioso del Derecho de) trabajo español,
por cuanto se trata de problemas que
a no tardar van a plantearse en nuestro
país, sobre todo si se tiene en cuenta
que el sistema de relaciones laborales
español se acerca progresivamente al
italiano.

Manuel Al\ar>'Z Álcolea

SJVISTÁ DE iXZÜin'O 3IEL LAVOÍJíü

¡Mises. 3—5, jsiúia-áiclcrn'ore 1573

¡VÍARIO GRAND! : / Diritti ull'atsivitá sin-
dacale ncW impresa. Profili Storici e
Sisicmatici. Píígs. 213-269.

Si la. «actividad sindical:;- representa el
conjunto de acciones aptas para lograr
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los fines de! Sindicato, exteriorizando
así la conexión existente entre estos úl-
timos y su propia estructura organizati-
va, interesa conocer, entonces. —para
determinar aquélla—. qué se entiende
por «fines del Sindicato».

En este sentido, el ordenamiento ju-
rídico italiano, a! igual que los de otros
países europeos, contiene una designa-
ción específica de los fines del Sindi-
cato, al declarar que «los sindicatos
profesionales tiene por objeto el estudio
y defensa de los intereses económicos,
industriales, comerciales y agrícolas». Hn
otros términos, la autotutela colectiva
de los intereses profesionales (ello sin
olvidar, desde luego, la interacción exis-
tente en la sociedad industrial moderna
entre los fines políticos y los estricta-
mente económico-profesionales que in-
cumben al Sindicato).

Pero la actividad sindical, entendida
ahora corno instrumento para la fun-
ción de autotntcla, puede presentar un
contenido diverso. Así. en una acepción
amplia, comprende todos los medios y
actividades apios para lograr los obje-
tivos institucionales del .Sindicato, lin
sentido estricto, hace referencia a una
serie de situaciones instrumentales, «cuyo
destino no es directamente la realización
de la auíotulela. sino que. agotándose
en el desarrollo de objetivos intermedios,
tienen un contenido preparatorio para
el ejercicio de los medios de aquélla»;
concretamente, se refiere a toda activi-
dad organizativa dirigida a asegurar la
efectividad y operatividad del Sindica-
to, así como el desarrollo posterior de
su actividad en el seno de la organiza-
ción empresarial.

Por otra parte, la actividad sindical,
aun desde esta reducida dimensión, no
es más que una expresión de la propia
libertad sindical. Hn efecto, aquélla no
se agota en la exclusiva función consti-

tutiva y organizativa. El ingreso del Sin-
dicato en la organización empresarial
señala el paso de la libertad sindical
como derecho de libertad fuera de los
lugares ile trabajo, al reconocimiento de
específicos «derechos sindicales» que se
realizan en el interior de la empresa.
Ello resulta lógico si se piensa ciuc
cuando el Sindicato penetra en la em-
presa no puede limitarse a una activi-
dad estrictamente organizativa o repre-
sentativa, sino que tiende a desarrollarse
en una serie de situaciones activas, fiin-
cionalmcnte conectadas con la necesidad
de garantizar la autotutela (fin prima-
rio) también en el lugar de trabajo.

Como consecuencia de ello surge el
conflicto entre el ejercicio de los dere-
chos a la libertad sindical y el sujeto
responsable de la empresa. A la com-
posición de este conflicto se destinan
las normas que tratan de proteger el
ejercicio de aquellos derechos, impo-
niendo ciertos límites a su contenido y
evitando, de esta forma, que se lesionen
intereses o situaciones consideradas co-
mo fundamentales por el ordenamiento.

Por lo que se refiere al desarrollo his-
tórico de los derechos sindicales en Ita-
lia, concretamente al ejercicio de la li-
bertad sindical en la empresa, tiene su
origen con anterioridad al üstatuto o t

los trabajadores. En este sentido, las nor-
mas contenidas en su Título III repre-
sentan, a lo sumo, un estudio más dentro
de) proceso general de conformación
histórica del derecho sindical en la e m '
presa. Pero los antecedentes se encuen-
tran en el desarrollo de la acción sindi-
cal y la contratación colectiva, las cuales
han tenido una función preparatoria >'
de promoción respecto de aquel derecho-
A ello hay que añadir el dato de la es-
pecial permeabilidad que la organización
industrial ha presentado respecto de
actividad sindical, desarrollando en u
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clima de tolerancia expresiones primiti-
vas de su ejercicio en los lugares cié tra-
bajo. Concretamente, mediante acciones
instrumentales, como la determinación
de los mecanismos para la representa-
ción del personal, manifestaciones de
pruselitLsmo sindical, recaudación de cuo-
tas, ;tc.

Al comienzo de los años sesenta, junto
a la afirmación y progresiva difusión
de la presencia sindical en los centros
de trabajo, comienza también a cristali-
zar una estrategia específica de los sin-
dicatos: «Sus líneas generales responden
al intento de consolidar, en los conte-
nidos de la experiencia contractual, de-
rechos y libertades estrechamente vincu-
lados con el reforzamiento de ¡a autori-
dad sindical en la empresa, dotando a
sus órganos representativos de los ins-
trumentos de organización necesarios
Para desarrollar la actividad de auto-
tutela.»

Con el Estatuto de ios trabajadores se
vuelve a producir la absorción de la
noción estricta (antes aludida) de la «ac-
'ividad sindical» por el concepto más
amplio de «libertad sindical», tal y como
venía ocurriendo entre la doctrina. Un
«ste sentido, la «actividad sindical» se
confunde generalmente con la «acción
s:ndical», que a su vez se concreta con

Actividad de organización, de contra-
tación colectiva y de acción directa de
"Utolutela. Y frente a esa concepción
amplia, comprensiva a toda actividad
Erigida a la defensa de intereses colec-

°s, un concepto más limitado hace
al ejercicio de los medios ins-

ís de organización y funciona-
mie"to de la presencia sindical en la

"atando ahora de lograr una clasifi-
cación de la normativa que el Estatuto

L los trabajadores deslina al desarrollo
a acüvidad sindical, es necesario se-

tlv"s

ñalar que, desde una perspectiva lógico-
jurídica, su contenido material recoge
«un complejo de actividades y compor-
tamientos que representan la actuación
práctica det contenido de determinadas
situaciones formales». Desde un punto
de vista sustancial, el contenido de de-
terminadas situaciones activas no se rea-
liza directamente mediante actos que
puedan calificarse inmediatamente como
actividad sindical, sino como meras pre-
condiciones necesarias para lograr el
desarrollo de la actividad misma. En
este sentido, el derecho a los permisos,
o a ia cesión de locales para reuniones,
por ejemplo, no tiene por objeto, en sí.
la actividad sindical, «sino la creación
de condiciones jurídicas o materiales
aptas para hacer posible el desarrollo
de determinadas funciones sindicales».

Ahora bien, conocida ia falla de ho-
mogeneidad existente entre los derechos
a la acción sindical en la empresa, una
construcción dogmática unitaria de los
mismos exige partir de la determinación
de las características internas de las si-
tuaciones contempladas por ellas. :in
este sentido, y en primer lugar, se re-
cuerda que, tratándose de unos derechos
destinados a desarrollarse en la esfera
jurídica ajena, contiene una serie de lí-
mites que actúan sobre la titularidad, el
objeto y el contenido de los actos y
comportamientos en que se exterioriza
su ejercicio. Asi, y por lo que se refiere
a la titularidad, la protección que la
normativa adecúa va dirigida esencial-
mente a quienes ostentan la condición
de trabajadores (por ejemplo, los permi-
sos retribuidos a que se refiere el ar-
tículo 23, párrafo 1.°). Respecto al ob-
jeto, los límites funcionales de ia acción
sindical en la empresa paiten del pre-
supuesto de que su ejercicio se va a pro-
ducir en un ámbito cuya organización
corresponde al empresario, por lo que
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las facultades de éste serán limitadas
sólo en virtud de derechos que actúan
la función de autotutcla colectiva. Todo
ello sin perjuicio de ¡as limitaciones ex-
ternas que, en cada caso, exijan las cir-
cunstancias en que se ejerciten estos de-
rechos.

Más complicado resulta determinar
cuál es el límite general y objetivo del
desarrollo de la actividad sindical. F.n
este sentido, un sector doctrinal (Freni.
Giugni) ha entendido que dicho límite
se encuentra en el respeto al normal
funcionamiento de la empresa, tal y co-
mo aparece en el artículo 26, párra-
fo 1.", del Estatuto de los trabajadores,
"¡en entendido que las garantías para
el normal desarrollo de la actividad em-
presarial no deben ser plenamente iden-
tificadas con el cumplimiento diligente
de la obligación de trabajar, ya que, in-
cluso, es posible que, a nivel legal. la
aplicación de garantías sindicales com-
porte también la desaparición de la obli-
gación de prestar servicios, con o sin
conservación de! salario.

En cuanto a la opinión antes aludida,
hay que advertir que la expresión «nor-
malidad de la actividad empresarial»
designa un elemento para la composición
del conflicto entre el ejercicio de la ac-
tividad sindical y la atribución del poder
directivo al empresario, en el que se ha
tenido en cuenta la posible incidencia
que sobre la producción pudieran tener
los actos y comportamientos previstos
en el artículo 26, ].", del Estatuto de los
trabajadores. Por tanto, el expresado lí-
mite sólo podrá extenderse a supuestos
similares a los allí señalados (labor de
prosclitismo y recaudación de cuotas),
pero no a la generalidad de actos en
que se concreta el ejercicio de la activi-
dad sindical en los centros de trabajo.

~j.-.n consecuencia, más acertado parece
pensar que el límite específico de las

disposiciones sobre este tema se en-
cuentra vinculado a la naturaleza del
contenido propio de cada una de las si-
tuaciones subjetivas previstas, las cuales
deberán conformarse, en iodo caso, a
los principios de buena fe y corrección;
más exigentes cuanto mayor sea la inci-
dencia de aquellos derechos en la esfera
jurídica ajena.

Por otra parte, hay que recordar quo
los límites de estos derechos encuentran
siempre una protección mínima imiero-
gable ;'/; pcius, que podrá ser ampliada
y mejorada mediante la contratación co-
lectiva, pero respetando siempre el prin-
cipio de norma mínima y las normas de
derecho necesario absoluto, incluso tn
caso de conflicto entre el interés de los
trabajadores y el de las organizacionas
sindicales, es unánime la opinión de es-
timar que la tutela puesta en favor de
los trabajadores no admite sacrificios er.
beneficio exclusivo de los sindicatos.

Por lo demás, el conflicto entre el
ejercicio de la actividad sindical en la
empresa y el poder de dirección del em-
presario se ha resuelto con carácter ge-
neral a favor de la primera, aunque
imponiendo paralelamente limitaciones a
éste. Por lo menos, históricamente ésta
ha sido ¡a realidad. La ampliación pro-
gresiva de las libertades de los trabaja-
dores y de sus órganos de represen-
tación han significado también una
progresiva reducción del poder de orga-
nización de! empresario. Tal evolución,
concretamente a nivel de libertados sin-
dicales, constituye una manifestación del
proceso de democratización del poder en
la empresa; proceso en el que f.e encuen-
tran empeñados los movimientos sindi-
cales pertenecientes a los países con nW-
vor arado de industrialización.

Francisco-Javier ¡'nidos de Reyes
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Año íiXY.Hil, nííESS. 3-4, 1975

Parle üñg

(íenzj; (*)
Snsssfüius £ñ fiü

D. VISKMTIN: La condolía antisindacak
del datore di ¡avaro (I). Págs. 261-287.

Kn primer lugar, la reseña se propone
concretar algunos criterios para esclare-
cer el concepto de conducta antisindical,
en general, para pasar después a ofrecer
una panorámica de otras distintas cues-
tiones sobre el tema.

Ri artículo 28 del Estatuto establece
un procedimiento especial por el cual,
MI el plazo más breve posible, se garan-
tice la libertad y actividad sindical en los
lugares de trabajo, con la represión de
los comportamientos del empresario que
la obstaculicen.

^aY que resallar que la orientación
inicialnientc seguida por la jurispruden-
cia predominante ha tenido variaciones
sustanciales. La opinión, por tanto, está
muy dividida en cuanto a las situacio-
nes que pueden ser valoradas como com-
portamiento antisindical, y por eso puede
presentarse más o menos amplio el ám-
bito de aplicación del procedimiento es-
P êial previsto en el artículo 28 del
Estatuto.

Es necesario resaltar la atención de
1ue la represión de la conducta antísin-
dlc»l, contenida en el artículo 28. crea
u»a nueva categoría de ilicitud civil.

^l artículo 2H delimita la posición pro-
lü«ida con la frase «cuando el empresa-
.'« ie'iga un comportamiento dirigido a
"npudir o limitar el ejercido de la libcr-

> de la actividad sindical, no sólo

l O ^ o , 5 ' 1 C l n ú l n - 1 I 2 d H I a R- P- • s - . ? ' * ' •

(J¡ ".""'. aParece esta parte seaundn («RasseRne
^^"'^^'"'dsiizr.»), correspondiente a los nú-
c,,~'5 l"2 d s l a Rii'ista di Diriitü ilal Lavorn,corno un!,
cr:-or. revista independiente, debido a un

el derecho de huelga...», hn cuanto al
derecho de huelga, siendo reconocido
como tal derecho por el artículo 40 de
la Constitución, es necesario ver cuáles
son sus límites. F.rt cuanto a la libertad
y actividad sindical, el Estatuto lo trata
en el título li y III, respectivamente.
Establece posiciones jurídicas bien defi-
nidas que constituyen derechos típicos
de naturaleza sindical. El problema es
el de ver si tales derechos sindicales ago-
tan el área de protección que el artícu-
lo 28 da a la actividad sindical, es decir,
los que el propio articulo tutela, o si el
contenido de la norma es más amplio
y protege a actividades que no pueden
incluirse dentro del supuesto típico di-
cho y responden igualmente, pero exclu-
sivamente, al requisito de antisindicali-
dad. l-'ste es el argumento que aquí
examinaremos.

Siguiendo la tesis más amplia, cual-
quier comportamiento se puede defi-
nir antisindical con tal de que tenga
«idoneidad causa!» y «dirección Ideo-
lógica»; idoneidad y dirección para li-
mitar o i m p e d i r cualquier actividad
sindical, aun la no prevista directo o in-
directamente por el Estatuto.

La corriente restrictiva, partiendo de
que sólo el supuesto típico puede ser
protegido, afirma que la acepción «liber-
tad y actividades sindicales» mira exclu-
sivamente los derechos y las posiciones
jurídicas sindicales previstas por los tí-
tulos II y !II de modo preciso.

Existe una posición intermedia, para
la que sería antisindical el comporta-
miento lesivo no sólo de las normas con-
tenidas en ios títulos II y III del Esta-
tuto, sino también de la libertad de los
trabajadores que forman objeto del tí-
tulo 1, si la lesión de los derechos indi-
viduales es causa de violación de uno
de los intereses colectivos regulados en
los títulos I: y III.
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Se pasa a analizar las tres tendencias
- extensiva, restrictiva e intermedia— so-
bre la noción de conducta antisindical
primeramente tomando como base la
jurisprudencia y después la doctrina:

1. til problema es muy complejo
cuando se toma como punto de partida
la corriente minoritaria que tiende a que
entren dentro del ámbito de aplicación
del procedimiento de! artículo 28 todos
los casos de fricción que se verifican a lo
largo de la relación de trabajo; así. por
ejemplo, se ha definido conducta anti-
sindical: !a inclusión de un miembro de
una «comisión interna» en un turno
de trabajo ininterrumpido; la propues-
ta de un expediento disciplinario adu-
ciendo el hecho de que impedía el ejer-
cicio de la actividad sindical: el cambio
reiterado de funciones a un represen-
tante sindical de empresa por el hecho
de desarrollar una actividad sindical,
''ero no puede considerarse comporta-
miento antisindical por el hecho de que
sólo se trate de personas con cargo sin-
dical.

Más difícil es analizar esta tendencia
desde el punto de vista doctrinal: !a doc-
trina es escasa y se mantiene sobre orien-
taciones generales, con fórmulas equí-
vocas y peligrosas.

2. Para la tendencia restrictiva, el
procedimiento del artículo 28 se aplica
sólo cuando hay una violación actual y
directa a la actividad sindical; no es apli-
cable cuando, subsistiendo un compor-
tamiento del empresario perjudicial para
el trabajador, no es directo y actual, no
subsistiendo un estrecho nexo de causa-
lidad con una actividad sindical activa.
Hs decir, el comportamiento del empre-
sario es lesivo cuando atente a la liber-
tad y actividades sindicales previstas en
los títulos I y il del listatuto, bien reco-
nociendo tal actividad a nivel meramen-
te individual (arts. 14 y 26), o a nivel

colectivo, reconociendo derechos sindi-
cales específicamente considerados: co-
mo el derecho de asamblea (art. 20) y
ei de referéndum (art. 21). Esto por lo
que se refiere a la jurisprudencia. En
cuanto a la doctrina, se puede ver que
existe esta segunda tendencia que tiene
en cuenta la consecuencia objetiva del
comportamiento del empresario, prescin-
diendo de cualquier elemento de carác-
ter psicológico. I:ara realizar un com-
portamiento antisindical, no sólo no sería
pedido ningún elemento subjetivo, sino
que también tal elemento, esto es. las
intenciones reales del empresario, debe-
ría considerarse irrelevante.

3. I.a tercera tendencia, llamada in-
termedia, en el sentido de que no es ex-
tensiva ni restrictiva, tiende a considerar
corno conducta antisindieal también Ia

lesión de los derechos individuales, con
tal de que tal lesión comporte también
violación de un interés colectivo.

£1 artículo 28 no tutela sólo los inte-
reses colectivos, al contrario, puede en-
contrar aplicación en todos aquellos ca-
sos en los que la actividad represiva
afecte a cada trabajador sindicalnwnte
activo.

i.a aceptación de esta tesis intermedia
acarrea interrogantes de orden procesal
a la hora de explicar cómo puede co-
existir la acción del artículo 28 con la
acción individual prevista en el articu-
lo 18 del íisiatuto.

lista tesis es sostenida por varios auto-
res, enire otros. Zangari. Alibrandi, f1»"
bri y Lafranchi. Juzgan antisindical no
sólo los actos del empresario dirigí''03

a realizar las hipótesis recogidas en »0'
títulos II y III. sino aquellos compor-
tamientos que invisten la libertad mora
y la dignidad del trabajador impeditivos
o limitativos de los derechos sindical*
o riel derecho de huelga.

iin definitiva, parece que ninguna uc
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las tesis hasta aquí expuestas es del todo
aceptable. Es necesario hacer notar que
no puede aceptarse, desde el punto de
vista jurídico, la equiparación entre «an-
tisindical» según el artículo 28 y en
cuanto es. de hecho, en la dialéctica del
sistema contra el Sindicato, pues sería
una interpretación contraria a! principio
lie libertad sindica!.

La ley misma quiere garantizar la
presencia dialéctica, en ¡a unidad de tra-
bajo, de un contrapoder del trabaja-
dor, pero esto no significa que lo que
sea objetivamente contrario a este con-
trapoder sea automáticamente ilícito.

Aii© XXVKIÍ, y,ú:-r>:i. 1-2, Í97S

París segixáa. Rassegne di gh:r:spru-

L- VISCNTIN: La condona aniisindaca'.e
del datare di lavara (11). Págs. 3-8?.

El artículo 28 del Estatuto de los tra-
bajadores ha introducido un procedi-
miento judicial que prevé la intervención
l e l juez cuando el empresario, con su
conducta, trate de impedir o limitar l:i
'̂-¡vidad sindical y el derecho de huel-

§''• Los sindicatos se han mostrado con-
wnnes con esta nueva fórmula — que
n° fcs, por supuesto, suslitutiva de la ac-

o n sindical-- y recurren frecuentcmen-
*- '¿ este procedimiento especial en los
•"iniietos que surgen entre empresarios
. Abajadores, ya que. sobre todo, ob-
w'»e« una sentencia inmediatamente eje-

cutiva.

Ml primer lugar, la reseña examinará
."•S fisiones de los jueces resolviendo

> «-cursos de las organizaciones sindi-
•*"« sobre la conducta antisindical del

"•-•'Presuriü en el sentido del artículo 2K.

Aquí, en particular, se examinan las
decisiones relativas a la constitución de
la representación sindical de empre-
sa (R.S. A.) y todos los comportamien-
tos del empresario que inciden nega-
tivamente sobre la a c t i v i d a d de tal
representación. Tomaremos en conside-
ración, en primer lugar, la norma que
tutela la constitución de la R. S. A., esto
es, el artículo 19. Hay que ver qué se
entiende por representación sindical, có-
mo se procede a. la constitución de tal
representación, que se entiende por ini-
ciativa de los trabajadores y por unidad
productiva, siempre tornando en consi-
deración las sentencias de los jueces.

Pueden constituir representaciones sin-
dicales de empresa las asociaciones ad-
heridas a las confederaciones más re-
presentativas en el plano nacional o
aquellas que han estipulado un convenio
colectivo de trabajo nacional o provin-
cial, lia habido sentencias contradicto-
rias en torno a la noción de Sindicato
más representativo: a una misma Con-
federación unas veces le ha sido negado
y otras reconocido este carácter.

Se ha puesto de manifiesto que la re-
presentación sindical de empresa es cual-
quier tipo de organización a través de
la cual el Sindicato está presente en la
empresa.

Teniendo en cuenta las nuevas rela-
ciones de fuerza creadas por el Estatuto,
se ha declarado que al sustituir por un
«Consejo de fábrica» la R. S. A., se ex-
tiende a los componentes del primero
las garantías previstas en el Estatuto
para los dirigentes de la segunda, por lo
cual el Consejo de fábrica debe ser con-
siderado como una representación sindi-
cal de empresa: sin embargo, también
hay sentencias en sentido contrario: el
Consejo de fábrica no puede ser susti-
tuido por la R. S. A., pues el sistema
de votación de los delegados del Con-
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sejo no es idóneo para garantizar la par-
ticipación de todas las organizaciones
presentes en la empresa.

Es necesario comunicar al empresario
la. constitución de la ]<. S. A.; es requi-
sito para la constitución válida que sea
por iniciativa de los trabajadores, pero
no es indispensable que la iniciativa par-
ta de todos ¡os trabajadores de !a em-
presa.

En cuanto al concepto de unidad pro-
ductiva, muchos jueces le han atribuido
el significado de grupo de trabajadores
que, por la naturaleza de su trabajo, por
el hecho de tener problemas comunes,
constituyen un conjunto homogéneo.

51 artículo 35 de! üstaíuto especifica
que para las empresas industriales y co-
merciales las disposiciones del artículo
Í8 y de! título ¡II se aplican a cada sede,
establecimiento, filia!... que ocupe más
de 15 trabajadores; para la empresa
agrícola son suficientes más de 5 traba-
jadores; pero una sentencia sostiene que
a los fines de legitimidad de! artículo 19
no liene ninguna relevancia la estruc-
tura económiai o la naturaleza jurídica
de la empresa, pues la ley se dirige a
tutelar a los trabajadores sin hacer nin-
guna distinción. La expresión «unidad
productora» puede ser considerada como
cualquier centro de trabajo dotado de
autonomía, en cuyo ámbito opere un
conjunto de trabajadores; otras senten-
cias la consideran bien como un con-
junto de personas, como una comunidad
de trabajo o como un complejo orgánico
de bienes y personas, prescindiendo del
número de personas que la componen.

Hn segundo lugar, la reseña analiza
estos mismos temas tomando como base
!as opiniones de la doctrina. El artícu-
lo 19 del üstatuto ha suscitado polé-
micas, pues introduce un complejo de
normas que dotan a la R. S. A. y sus
titulares de amplios privilegios e inmu-

nidades que vienen a constituir una es-
pecie de contrapoder en las empresas.

Ln relación a la noción de representa-
ción de los trabajadores y sus arbitrarias
discriminaciones, la doctrina es unáni-
me en admitir que el legislador no ha
querido crear un tipo legal de represen-
tación .sindica!, pero que !a expresión
«R. »S. A.» indica cualquier tipo de re-
presentación que sea atribuido al Sindi-
cato por la unidad productora en el
ámbito de la propia estructura estatu-
taria.

Cualquier comportamiento del empre-
sario que trate de algún modo de poner
límites o condiciones a la constitución
de !a representación sindical de la em-
presa, o también no reconozca a estos
organismos, aduciendo cualquier irregu-
laridad de comunicación, debe conside-
rarse corno antisindical y, por eso, pu-
nible según el articulo 28.

Otro problema es el de ¡a interpreta-
ción de la expresión «iniciativa de los
trabajadores». El ordenamiento recono-
ce a aquellos que trabajan en la unida1'
productora el poder constituir R. S. A.
«por su exclusiva iniciativa voluntaria»,
¿lil Sindicato puede ejercitar el derecho
de iniciativa para celebrar la asamblea
para nombrar por primera vez a los re-
presentantes sindicales de empresa'.' La

única interpretación aceptable es que los
trabajadores pertenecientes a un Sindi-
cato promueven la asamblea en el curso
de la cual los trabajadores de la unidad
productiva serán llamados a ejercitar «
poder de iniciativa. El empresario n°
puede intervenir en las asambleas de los
trabajadores adscritos a la unidad pt°'

ductiva, porque se pone en contra as •'"
'Ao elautonomía organizativa que presiQw

proceso de formación de la R. S. A.
Hay quien sostiene que el concep

de unidad productiva es gencricunw'1--
deíenninable c o ni o «establecimiento»-
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«unidad autónoma», o que se extiende
también a establecimientos o empresas
situadas en localidades geográficas dis-
tintas. Para definir el concepto de «uni-
dad productiva» hay que tener en cuen-
ta ¡as exigencias conexas al despliegue,
por parte del trabajador, de la actividad
sindical. Es evidente que teniendo cada
empresa una dimensión y estructura, va-
rían las condiciones que garantizan al
trabajador representante sindical el libre
v pleno ejercicio de sus funciones y, por
lunto, hay que tener en cuenta estos fac-
tores para juzgar el comportamiento de!
empresario en relación a la libertad sin-
dical de los trabajadores.

Concluyendo, parece que hay que
compartir la orientación doctrinal que
reconoce al empresario como única
fuente de control en r e l a c i ó n a la
R-S. A., las previstas en el artículo 1.393
dei Código civil (justificación de los po-
deres del representante). Será, por eso,
suficiente que la R. S. A. pruebe que
«stá constituida a iniciativa de los tra-
badores en el ámbito de las asociado-
ilcs Previstas por el artículo 19, a íin de
Vie sean justificados los poderes del re-
P'-scntantc sindical.

IDo ZAXÜARI : Proposte per una rcor-
Zan<zzazione sindacale delle impreso a
P^iecipazionc statule. Págs. 136-163.

s Se reproduce el texto íntegro del in-
Presentado como «Memoria» a la

C'hiarelli» para la reordena-
ae las empresas con participación

"• AI, ya que puede contribuir, a nivel
,. r'_Ilai

í al examen de un tema de im-
. Wones laborales interesantes, qxse
,a,SI ° datado simplemente a nivel de
-oate político.

s¡ "" ProPuestas hechas en la memoria,
s e r justificadas con todos los argu-

mentos necesarios, son formuladas con
referencia a la ley núm. 1.589, de 1956.
por lo cual dicha ley deberá ser adap-
tada s. las conclusiones y soluciones de
la citada comisión.

Se trata de analizar si pertenece a!
ámbito de la actividad de la comisión
el tema del encuadramiento sindical or-
ganizativo de la participación estatal y
de su política sindical. Las objeciones
presentadas carecen de fundamento, sien-
tío el argumento decisivo de carácter
jurídico-sistemático.

Hay una estrecha conexión entre la
regulación legal del alejamiento («distac-
co») sindical y la conferida a la partici-
pación estatal. Parece oportuno exponer
unos breves rasgos históricos del aleja-
miento sindical y sobre la constitución
de las organizaciones: Intcrsind y Asap.
Estas, después de la circular ministerial
de 23-Í-1960, son las dos únicas organi-
zaciones sindicales de las empresas con
participación estatal. El alejamiento sin-
dical se realizó en un período de dura
polémica y lucha sindical, cuando la
«confindustria» no practicaba la política
abierta que ha seguido estos últimos
años. La posición de intransigencia con-
servadora hizo concebir el alejamiento,
sobre todo, en términos punitivos hacia
la organización de la confindustria, y
se esperaba romper el monopolio repre-
sentativo del sector industrial, pero el
legislador no fue claro y preciso sobre
la forma de llevarlo a cabo.

Antes de formular una propuesta de
reforma, se ofrece una breve historia de
las relaciones sindicales en la que han
sido protagonistas las organizaciones con
participación estatal, diferenciándose tres
períodos bastante distintos: el primero
se inició con el exordio de las nuevas
organizaciones sindicales hasta la reno-
vación del convenio colectivo nacional
metal-mecánico del otoño caliente de
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1969; el segundo llega hasta 1973. y
el tercero comienza, en 2974, después
de la crisis petrolífera y aumento de la
inflación, hasta hoy. Del análisis histó-
rico se deduce que la política sindical
de las organizaciones con participación
estatal ha estado totalmente dominada
por las líneas de la política guberna-
mental, no a través del poder de direc-
ción regulado en la ley de 1956, sino
por medio de órdenes y de otras formas
o actos de dirección política provenien-
tes del Gobierno.

Frecuentemente, la impresión es de
que la «competencia» de los entes: de
gestión no es respetada por la tendencia
de los gobiernos a dirigir directa o indi-
rectamente • - a través de la Intersind y
Asap la sociedad sin pasar por el
poder de control y de dirección de estos
entes, pero ¿la gestión de estos entes
tenía por objeto, en la mente del legis-
lador, también la política sindical o ésta
quedaba íuera de su competencia? 3s
necesario partir del presupuesto, irreali-
zable y poco correcto en teoría, de de-
jar fuera del campo de la política sin-
dical a los entes de gestión, lo que es
absurdo si se piensa en la conexión ines-
cindible entre la política empresarial (y
económica) y la p o l í t i c a de trabajo,
y que ésta condiciona a aquélla por efec-
to del poder adquirido por los sindi-
catos.

En opinión del autor, el artículo 3 de
la ley núm. 1.589 está mal formulado
por la ausencia de preceptos sobre reor-
ganización sindical de l a s empresas
alejadas de la confindustria; se puede
comprender que si liay intervención eco-
nómica recogida por el Derecho priva-
do —a veces con formas de sociedad—,
el legislador no haya advertido la necesi-
dad de regular o de reconocer el dere-
cho de la sociedad a asociarse sindical-
mente por considerar que también se

regularía por oí Derecho privado. El
problema que se somete a reforma os
el de reforzar la autonomía o indepen-
dencia ele los entes de gestión del Go-
bierno en cuanto a su política sindica!.

F. BLANUA: Gil impiegati ncll'assicura-
zione obbligatoria contra gil infarluni
sul lavara. Págs. lí.8-183.

El aseguramiento obligatorio de los
accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales fue concebido en favor de
la clase obrera. Después, se ha sustituido
la expresión obrero por la mas amplia
de persona — que es la que permanece
en la normativa vigente—, siempre ept
realice determinadas misiones y trabajos
y que preste, bajo dependencia, un tra-
bajo manual retribuido. La niaimalidad
del trabajo, por tanto, es el requisito
subjetivo que caracteriza la obligatorie-
dad del seguro. Se excluye de su ámbito
la prestación de trabajo intelectual; t¡ifx>

se confirma porque el legislador -—¿n

el artículo 4, números 2 y 3, parral0

deí d. p. r. 1965, número 1.124— rasn-
ciona expresamente las categorías espe-
cíficas de estos trabajadores no mang-
les que considera incluidos: asi, se reitere
a los supervisores, viajantes, comisionis-
tas, etc.; un examen gramatical de 1¿

norma evidencia que la enunciación ¿s

taxativa. En este sector también se ha
desarrollado la tendencia a extender in-
definidamente el ámbito de los sujetos
protegidos, superando el concepto o
manualidad o atribuyendo practícame11"
te, e.rga cuines, 2a eficacia de la jwrn»
en examen —sentencias núm. 152, de i
12-1969, y núm. 134, de 16-7-1973.

A lo largo de la normativa dicto^
sobre accidentes de trabajo, no ha slL°
puesta en duda la extensión de la o
gación asegurativa a las categorías
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empleados y en general a los trabajado-
res nu manuales. I.a legislación vigente
no ha innovado respecto de la preceden-
te nada en relación a los sujetos activos
(asegurados) y sujetos pasivos (aseguran-
tes). Respecto a los primeros, son bene-
ficiarios del seguro, ¡as personas com-
prendidas en el artículo 1 del T. U. de
1%5, que reúnan determinados requisi-
tos, entre los que figura la manualidacl
de la prestación de trabajo; los trabaja-
dores intelectuales son excluidos a me-
nos de que se trate de las categorías
taxativas previstas como excepción a la
regla.

ui tendencia reciente de extender los
límites que e! legislador ha puesto a la
mdividuaüzación de los sujetos asegu-
rados no puede ser compartida; tal ten-
dencia se mueve en dos direcciones que
Cl)Uvorgen en el mismo objetivo final: la
inclusión de los trabajadores intelectua-
les en el Seguro Obligatorio de Acciden-
te de Trabajo, con tal de que sean des-
dados excepcionalmenle en máquinas, o
aparejos eléctricos o se valgan, por exi-
gencias profesionales, de modo directo
0 ^rabien'ocasionalmente, de vehículos
*•' motor, prescindiendo del requisito de
k manuaiidad. Esta tendencia sólo tiene
acacia desde una perspectiva de iure
contiendo.

vista de que no es difícil que se
e en seguida a una modificación

f «t- 4, núm. I, T. U. 1965, hay que
c r PKsentes algunas consideraciones
naturaleza técnica. La extensión in-
i^ d a del Seguro de Accidentes

' L iral>aio a todos los trabajadores intc-
-̂ lU-Ues y a los empleados ocupados en
piones de escasa peligrosidad llevaría
t°

 Const;euencias prácticas que es opor-
^ n ° a h o 1 " señalar y analizar. Llevaría,
^l U n a ¿>anc' a que «1 Instituto ase-

cu,rad°r S° l u c r a r a P° r e l PaS° d c u n a
Ota desProporcionada al riesgo asu-

mido: por otra parte, la empreña sufri-
ría un gravamen en los costes, igual-
mente desproporcionado. Por ello, en
tai hipótesis, se modificaría la tarifa de
cotización de \XAIL, pues en las actua-
les cotizaciones se incluye el riesgo de
enfermedad profesional que. en la gene-
ralidad de los casos, no interesa al em-
pleado; se establecería la distinción entre
pequeñas y grandes máquinas, no en ei
sentido de dimensión, sino de su mayor
o menor peligrosidad, y extendería la
obligación de asegurar a los empleados
en máquinas o aparatos peligrosos. En
este sentido se orienta el pretor de üé-
nova, y sólo de esta manera se podrá
llegar a una solución realista del proble-
ma y a una extensión igual de la esfera
de protección asegurativ;», que la nor-
mativa actual no sólo no prevé, sino que
excluye.

María Dolores Alonso Volea

Tn'Essírs.'.ks di po¿:íka sadácEe s reliaxio-
inñ híáiisíinsíf.

Á3» X (nueva
nínt. i

searas), s Í975,

VITTORIO FOA: Contrattazione collettiva,
sindacato c classe operada (Negocia-
ción colectiva, sindicato y clase obre-
ra).

Las diversas etapas fundamentales que
conforman la evolución de la negocia-
ción colectiva en ¿talia son analizadas
en el presente ensayo a partir del con-
texto de las relaciones industriales de
los últimos treinta años. So individua-
lizan así hasta cuatro momentos dife-
rentes :
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— Contratación centralizada de los
;iños cuarenta y cincuenta.

— rase tle contratación empresarial
delegada o ¡níegrativa.

— Contratación política del contrato
de trabajo: la política de rentas.

— • Nuevos problemas y contradiccio-
nes a partir de 1968-Í969.

F,l autor termina por destacar cómo
la negociación colectiva ha devenido ins-
trumento capital en la reglamentación
del trabajo asalariado en la empresa,
ofreciendo extraordinario interés desde
los perfiles económico, social y político.

Ri 'WEIS: Dcmocrazns sinducaie c
contrattazionc colletíiva: il ceso ita-
liano (Democracia sindical y negocia-
ción colectiva: e! cast; italiano).

El autor se ocupa en el presente es-
tudio, que vio la publicidad originaria-
mente en la Revuc Fran^aisc des Affai-
res Sociales, Í974, núm. 4, de las líneas
maestras que lia seguido la evolución
sindical en Italia, en el convencimiento
de que el modelo italiano de relaciones
industriales se presenta ante el estudio
como un auténtico «laboratorio social»
de Europa.

Tras el análisis de la estructura tradi-
cional del sistema sindical italiano, articu-
lado básicamente sobre las Commissloni
interne d'azienda. órganos colegiados in-
tegrados por delegados elegidos sobre lis-
tas sindicales y de significación paralela
a los comités a consejos de empresa exis-
tentes en los países de la Comunidad
íiuropea (los Betriebsriite alemanes, crea-
dos en 1952; los Onderncmingsraden bel-
gas, a partir de la ordenanza de 1948;
los comités d'cntrepríse franceses, tras la
ordenanza de 1945, etc.), c incidido a
partir de 1970 con carácter general por
las Sezioni aziendali sindacali, reconoci-

das formalmente por el Staluto dei lavo-
ratori, así como del progresivo deterio-
ro de papeles y funciones trndieiomd-
mente asumidos por aquél, que había de
cristalizar en una crisis notoria de las
formas convencionales de representación
sindical, el estudio se ocupa in extenso
del movimiento de los delegati operai,
experiencia democrática de renovación
del sistema sindical y figura capital del
mismo en el presente. Los delegados
obreros vienen a significar la superación
de las habituales relaciones burocráticas
entre el sindicato y los trabajadores y, en
cuanto portadores de poderes represen-
tativos provenientes de una asamblea,
una expresión sindical genuina de la base
obrera.

ül autor pasa a examinar seguidamen-
te los pormenores (tipología, funciones
y cometidos, implantación y desarrollo
efectivo, etc.) de la institución de l'">3

delegados, así como de los consejos ds
fábrica y de zona. Particular atención
se dedica, en fin. a la incidencia de las
nuevas estructuras sindicales sobre la
negociación colectiva.

COLÍN CROUCH: Le nuove rivendicazioni
sindacale. in Inghülerra e il loro <-"""'
testo (Las nuevas reivindicaciones sin-
dicales en Inglaterra y su contenida)

F.n el presente trabajo, que no es sino
una traducción italiana del texto francés
publicado en Sociologie du Travail, nú-
mero 2, 1975, Colin Crouch, profesor de
la London School of Economics and -?°"
litical Science, presenta al lector un n°"

i l̂ svedoso e importante fenómeno
- 'relaciones industriales en Inglaterra- '

reciente intensificación del papel reivin
cativo de los sindicatos (en el plano con
tractual básicamente).

Hilo no deja de sorprender, sin i u t " '
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si se para en los resultados tradicional-
mente moderados de la negociación co-
leciiva en Gran Breíaíln. La modestia de
las aspiraciones sindicales tradicionales
encuentra su expresión en el modelo tí-
pico de las reivindicaciones salariales:
aumento t'.e una tasa porcentual que
permita al trabajador mantenerse al ni-
vel ciel coste de J-i vida o superarlo li-
geramente. La reivindicación sindical
persigue así, más que cuestionar la dis-
tribución de ¡as rentas, obtener tempo-
rales ventajas económicas. Para Crouch,
dos características singulares del n:ov:
miento obrero inglés han deparado la
propia limitación de sus objetivos. La
primera radica eu que los sindicatos son
Profundamente hostiles ante cualquier
implicación por su parte en la gestión de
'as empresas, lo que ciertamente viene a
significar la plena aceptación del pape!
subordinado da los trabajadores. La se-
guada. en cuanto que los sindicatos par-
ticipan t ] c [a concepción —típicamente
inglesa-- ¿c] socialismo que confín al íís-
tedo la completa responsabilidad en ma-
^na de prestaciones sociales; de ahí que
nayan concentrado sus esfuerzos en ma-
ena de salarios y reducción del horario

("e trabajo. Rilo contribuye a configurar
un cuadro institucional pacífico y liberal
~-n <jue el empresario ve favorecido su
Puder.

. n embargo, las reivindicaciones sin-
ocales han experimentado recientemente

11 cambio significativo, cuyos elementos
b 4 ¡

— Un nivel creciente ríe ias reivindi-
caciones y ios acuerdos salariales,
hasta, el momento generalmente
contenidas.

— Campaña contra los saíarios bajos.
— Extensión del control unilateral so-

bre el propio trabajo y parte de los
trabajadores (nuevo interés de los
trabajadores en controlar la orga-
nización del propio trabajo) y con-
siguiente debilitamiento de las pre-
rrogativas patronales.

— víayor frecuencia de reivindicacio-
nes políticas rníis generales.

Cada uno de c-sios factores xon pun-
tualmente analizados dentro del contexto
general de las relaciones industriales en
el país, para concluir mostrando hasta
qué punto la nueva tendencia presentada
puede ser interpretada como una res-
puesta clásica a iniciativas patronales y
dónde reside su novedad.

El presente número concluye con un
artículo ác F.nzo Riisso sobre ía política
monetaria y fiscal, devaluación de la
¡ira y perspectivas económicas en Italia,
asi como con tas habituales secciones de
relaciones industríales (dedicada en esta
ocasión al desarrollo de la negociación
colectiva de empresa en Italia), notas y
comentarios (valoración del Statuto de
1970 tras los primeros cinco años de su
vigencia) y observatorio.

Manuel Carlos Palomecjue López
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ÜNTERNACIONAL

H. I. T.

Vcl. 9a, -JIÉÍEIÍ. 2, aran-aSir:! 15ir:! 1577

C. PÍCHAULT: /-a Comisión del Trabajo
de la Mujer en Bélgica. Págs. ¡67-185.

En Bélgica, al igual que en oíros paí-
ses, se ha planteado la necesidad de crear
un organismo específico que se ocupe, de
los derechos laborales de la mujer tra-
bajadora, dado que ios organismos con-
sultivos existentes, por eslar dedicados a
una gran variedad de temas, en la mayo-
ría de los casos, vienen prescindo escasa
atención a la defensa de los proyectos
que se refieren a la mujer.

Las vías que se han experimentado en
Bélgica pueden cenirarse en dos: la ins-
titución de servicios o de administracio-
nes especializadas y la creación de comi-
siones consultivas. Entre estas comisio-
nes consultivas destaca Sa tíol Trabajo de
la Mujer (Commission Belge du Travail
des l'emmesj (CTI;), a la que se dedica
este artículo. E-ero funcionan además
otros organismos, como son: a) la comi-
sión consultiva especializada de ¡a Ofici-
na Nacional del Empico, dirigida al per-
feccionamiento profesional y reintegra-
ción de las mujeres er. la economía; b) la
comisión consultiva especializada, encar-
gada de asesorar a ¡as jurisdicciones
competentes en aquellos litigios que se
reüeran a la aplicación del principio de
igualdad de remuneración; c) la comi-
sión consultiva de la situación de la mu-
jer, cuyas funciones se desarrollan en el
marco de las organizaciones internacio-
nales; d) el servicio de la mujer y el ser-
vicio para la mujer, que se estableció,

con ocasión del Año Internacional de la
Mujer, en el Ministerio de Relaciones
Exteriores.

Piehauli, centrada, como ya hemos
apuntado, en la Comisión del trabajo de
la mujer de Bélgica, analiza en primer
lugar sus precedentes y la forma en. cnie
nace la Comisión, para pasar a estudiar
su composición • -catorce miembros em-
pleadores y trabajadores, ocho miembros
representantes de los departamentos mi-
nisteriales, cuatro expertos, una presiden-
ta y una vicepresidenta, predominando
entre los mismos las mujeres •• y !a cs-
tructura de su ofiicina y de su secretaria,
que está integrada en la secretaría ge-
neral del Ministerio de Empleo y Tra-
bajo.

La Comisión, según establece el rsal
decreto de 2 de diciembre de 1974, que
la crea, es competente «en coda maíena
que concierna directa o indirectamente
al trabajo de la mujer» y sus acuerdas
se dirigen todos al ministro de Empico
y Trabajo.

La Comisión realiza actividades tanto
a petición del ministro de Empleo y Tra-
bajo como a iniciativa propia. Entre Iz*
primeras destacan, hasta ahora, los in-
formes realizados sobre: igualdad de re-
muneración de la mujer, igualdad de tra-
to, problemas familiares que se vincula"
al trabajo. A iniciativa propia, la Comi-
sión desde 1975 está realizando un estu-
dio sobre el empleo y desempleo de 1«5

mujeres. Asimismo ha propuesto una s*-'
rie de medidas tendentes a eliminar la*
discriminaciones en materia de eirip'e0

y salarios de la mujer. En el ámbito in-
ternacional, la Comisión analizó dos
las tres cuestiones que se sometieron, <-n
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su reunión de junio de 1975. a la Confe-
rencia Internacional del Trabajo sobre
«La igualdad de oportunidades y de trato
para las trabajadoras» y «La orientación
profesional y la formación profesional
en e! desarrollo de los recursos huma-
nos».

El artículo de Piehault no va más allá
(ie su vertiente informativa, a cuyo fin
puede cumplir una cierta utilidad.

Antonio Gómez Entcrria
Femando Pérez-Espinosa

A. BOUVIN: La nueva ley sueca sobre
democracia en las empresas.

El primero de enero del año en curso
entraron en vigor en Suecia dos impor-
tantes leyes, una sobre reglamentación
Paritaria de la vida del trabajo y la otra
sobre al empleo público, y que vienen a
introducir importantes modificaciones en
las materias relativas a: la negociación
colectiva, procedimientos de conciliación
V sobre asociacionismo sindical.

La aprobación de ambas leyes toma
su origen en la fuerte presión ejercida
P°r los sindicatos en orden a variar las
wndiciones de trabajo e introducir un
°iayor nivel de participación en los ór-
ganos decisorios de las empresas.

J-a ley dtí Reglamentación Paritaria
v"io a derogar tres importantes leyes la-
borales suecas: la que se ocupa de la
conciliación en los eonfHctos de trabajo,

0 1920; sobre contratos colectivos, de
u_> y la que regulaba el derecho de

^ i n y negociación colectiva, de
o • ̂  objetivo perseguido por esta ley
^Posibilitar que los trabajadores, a tra-
. ' a toma de los acuerdos necesa-
,1"s' PUe<ian influir en la organización

nr, tra^a-Í0 y e n l a í? e s t i o n de las em-
»• un esta dirección, las modificacio-

nes más importantes introducidas por
esta ley se centran en los siguientes as-
pectos: 1.", el empresario pierde su po-
der discrecional sobre la organización y
asignación de los puestos de trabajo y
sobre la contratación y despido de los
trabajadores, pasando a ssr materias re-
guiadas a travos de la negociación colec-
tiva: los sinciieatos pueden, además, re-
currir a la huelga si no se. concluyen los
contratos colectivos; 2.", en los casos de
conflictos de interpretación .sobre deter-
minadas materias se otorga un valor pre-
ferente a la adoptada por el sindicato
que intervino en la negociación del con-
venio en tanto que las partes no lleguen
a un acuerdo o que la autoridad judicial
dicte resolución sobre el terna; 3.", se
otorga a los sindicatos mayores poderes
en la negociación colectiva, exigiéndose
a las empresas que les faciliten una in-
formación más completa sobre los temas
de la negociación; 4.", el sindicato ne-
gociador podrá vetar la aplicación de
cualquier subcontrato que viole lo dis-
puesto en una ley o convenio colectivo
aplicable. Asimismo se sigue reconocien-
do a los trabajadores que en las empre-
sas con forma jurídica de sociedad y que
empleen al menos 25 trabajadores tienen
derecho a dos representantes en el con-
sejo de administración. Modificación que
el autor desarrolla con algún detalle a
lo largo del artículo. ?or último, cabe
señalar que la ley se extiende en su ám-
bito de aplicación tanto al sector público
como al privado.

La nueva ley sobre la función pública
trata de armonizar que los nuevos dere-
chos y la mayor influencia que han ad-
quirido los trabajadores no vaya en per-
juicio de la necesaria autonomía de las
autoridades administrativas. JKn la ley
desaparece la prohibición, hasta ese mo-
mento existente, de que pudiese ser ob-
jeto de negociación colectiva o de acuer-
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dos algunos temas, como el referido a
las actividades de un organismo público.
Y la posible disparidad que pueda surgir
entre la democracia política y la inter-
vención de los trabajadores deberá ser
resuelta por las organizaciones de em-
pleados y de trabajadores. Comprome-
tiéndose a buscar, en caso de conflicto
una solución pacífica antes de recurrir a
la acción directa. A este fin, la ley prevé
la creación de un comité con competen-
cia para resolver las cuestiones sobre la
democracia política, cuando las partes
no lleguen a un acuerdo. La comisión

estará constituida por trece miembros:
siete de ellos, incluido e! presidente, se-
rán nombrados por el Gobierno entre
miembros del Parlamento; los seis res-
tantes serán designados, en número igual,
por empleados y trabajadores.

El artículo termina recogiendo some-
ramente las reacciones que ambas leyes
hau producido en las organizaciones de
empleadores, los sindicatos y partidos
políticos.

Antonio Gómez. h'.nterr'iú.
Fernando Pérez-Espinosa
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ALGUNAS NOVEDADES ¡PUBLICADAS
¡POK. EL

INSIGUIÓ DE SSlUDlíOS POLilTiiC

MOZART V. KU-SSOMANO
pRiNCüF-iicss ;GE:M SURALES D E DÍSRRCH^Ü SMDÜCAL

j Traducción de ENRIQUE ALONSO GARCÍA

Edición 1977. Volumen en rústica 15.5 X 21 cm. 340 págs.
Precio: 450 ptas. ISBN: 34259-059Ü-2

Corresponde este volumen al XXIX de la Colección «Estudios de Trabajo
y Previsión» y constituye una aportación más de un ilustre laborista brasileíio
a los temas de carácter sindical y de su proyección jurídica.

Comprende la obra no solamente un estudio relacionado con el Derecho
sindical en el sentido estricto, esto es. ia estructura de los; sindicatos y sus
relaciones jurídicas internas, cnire las (¡lie se plantea los grandes temas de
actualidad, como son su libertad y la unidad sindica!, sino que además con-
sidera e! derecho de los convenios colectivos de trabajo como vina forma típica
del poder normativo de los sindicatos actuales, para finalizar con un estudio
del derecho relativo a los conflictos colectivos y de trabajo, respecto a los
cuales la participación del sindicato es hoy fundamental.

La obra está enriquecida, con una historia breve dei sindicalismo, y como
muy bien dice el profesor Alonso Olea, en su prólogo, se hace verdad «la
afirmación de que el libro más práctico es el buen libro teórico», condicio-
nes <{ue se cumplen en esta última novedad editorial que presenta el insti-
tuto de Estudios Políticos.

MIGUEL HliRNAIN'Z MÁRQUEZ
TRATADO ELEMENTAL DK DERECHO DKL TRABADO
Edición 1977 {12a edición) corregida y aumentada
Do;, volúmenes en rústica 16 X 24.5 cm.
¡'recio de los dos volúmenes: 1.500 pías. ISRN: 84259-0596-6

El constante éxito alcanzado por las ediciones de este Tratado elemcnlO"
publicado como volumen X, dentro de la Colección «Estudios de Trabajo y
Previsión», permite ofrecer de nuevo una ordenación completa del Derecho
laboral vigente, no sólo en lo que afecta a las nociones fundamentales, a 1<1

aparición histórica como rama independiente dentro del Derecho, sino _su
vinculación dentro d« las doctrinas del Kstado moderno con toda su inclusión
al complejo mundo de las relaciones empresariales. La obra analiza no solo

¡ lo que afecta a la estricta relación de trabajo entre los sujetos que la consti-
! tuyen, sino que examina cuanto afecta a la teoría general del salario, a las

formas especiales de su extinción, a las relaciones de aprendizaje, al régimen
de jornada y descanso dominical, a los temas de la colocación obrera, como
¡gunhnenle a los de la protección en el trabajo, de tan complejo desarrollo
como son los accidentes laborales y enfermedades profesionales, y la provee-



ción de la Seguridad Social, su campo de acción, sus directrices, el régimen
vigente y toda la mecánica de aplicación de la misma sobre las incapacidades
laborales, y la protección a la familia, a la vejez, al desempleo, etc. La obra
contiene, igualmente, una referencia al Derecho internacional del trabajo y de-
dica un título para, examinar toda la mecánica procesal que es de aplicación
¿n los casos contenciosos ante la jurisdicción del trabajo, con la actuación
de las 'Magistraturas de Trabajo, las normas de procedimiento, los recursos y
las ejecuciones de sentencia.

JEAN CHARPY
LA ?ÜLU.:ICA BK LOS PRECIOS
Traducción de FERNANDO MARÍA CUERVO

Edición 1976. Un volumen en rústica 16 >'' 22 cm.
Precio: 500 pías. ISBN: 84529-0425-2

Dentro ds la Colección «Estudios de Economía» el Instituto se complace
tn presentar una de las obras de más alta difusión en Francia sobre el gran
tenia de los precios. No se trata de un estudio de mera divulgación socioló-
gica, sino una consideración empírica que ofrece además la ocasión de denunciar
v analizar todas sus implicaciones teóricas.

En las economías modernas hay una íntima relación entre el ritmo medio
pe aumento de la productividad y el de la. producción a través de cualquier
indicador, lis importante realizar un estudio metódico y racional para conocer
en los países industrializados la correlación estrecha, la tasa de salarios no-
minales y la capacidad productiva en las diferentes ramas de actividades.

lista obra permite un análisis muy madurado sobre el tema de la política
de los precios, desde su reflejo para la opinión en la plaza pública hasta el
análisis de sus tensiones coyunturales y en donde las grandes cuestiones que
noy se debaten en toda planificación económica se consideran como influyen-
tes en la formación de los precios. De aquí que la obra dedique una parte
importante al tema de la inflación y considere necesario hacer defensa básica
(í°l poder adquisitivo de los ingresos. Las grandes cuestiones del mantenimien-
to de la competitividad. la reforma de estructuras, las distintas modalidades
para el control de los precios y el porvenir de una política que permita regular
la demanda y buscar nuevas modalidades de estabilización dentro de solucio-
nes internacionales, son puntos examinados.

I.a obra está enriquecida con una serie de anexos que reflejan índices de
precios, precios de consumo, alzas de producción en distintos sectores y dis-
tintos precios de agricultura y las relaciones entre el crecimiento, paro y for-
mación del precio.

NE1I, McINNES
E-GS iPA&TKDíiS COMUNISTAS i>E LA EUROPA OCOBENTAL
liaduceión de MARÍA DK LOS ANCÍÜLES CARRASCO PAJARES

Edición 1077. Un volumen en rústica. 15X20,5 cm. 2fi8 págs.
' « t í o : 600 ptas. ISBN: 84259-0599-0

•ül mundo occidental ha vivido durante la última década el influjo de mi-
nantes movimientos ideológicos, pero posiblemente, dentro de las grandes
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preocupaciones con que el mundo Jibrc so enfrenta hoy, esíá la nusva dimen- ¡
sión del fenómeno comunista. El curocomunismo. como una nueva modalidad
que intenta adaptarse a la estructura del Occidente de Europa, es el gran tema
del libro. Rs bien evidente que aunque los partidos comunistas puedan romper
con Moscú, y lo hagan de manera aparente, se mantiene en ellos una estruc-
tura típicamente leninista y una forma dictatorial implacable, aunque sus apa-
riencias externas traten de borrar todo aquello que les pueda hacer incompa-
tibles con las formas ris libertad parlamentaria.

El comunismo europeo está hoy empeñado en una aventura ciertamente
confusa y no sabemos aún el resultado de su choque dialéctico con las formas
de la democracia parlamentaria europea.

Esta obra, publicada como una importante novedad dentro de la Colección
«Ideologías Contemporáneas», resume en cuatro capítulos las dimensiones de
este nuevo fenómeno; quiénes son realmente los comunistas: cómo son sus
estructuras formales y la dinámica de su poder, y qué proyectos tiene en su
deseo de gobernar dentro de una democracia ncocapitalista.

La. edición española de esta obra, lleva tin prefacio especialmente escrito
por el autor, referido a los acontecimientos producidos en Portugal y España,
respecto a su proyección comunista.

GBORG SIMMEL
MLüSOFu'A DEL DFNEE©
Traducción de RAMÓN GARCÍA OOTARELC

Edición 1976. Un volumen en rústica 16 X 22 era. 656 págs.
Precio: i.000 ptas. ISDN: 84259-0424-2

: Dentro de la Colección «Estudios de Economía» acaba de aparecer esta
I obra clásica dentro de la ciencia económica.
! La manifestación historie,-, de! dinero está vinculada a los sentimientos del
I vaior de las cosas, a la práctica de su uso y a las relaciones recíprocas entre
| los seres humanos. Se trata aquí de analizar las conexiones exactas del dinero
¡ por razón de su propia esencia, al tiempo que se investiga por separado el
: actual estado de nuestros conocimientos y la actitud filosófica del pensador
i frente a este hecho real, que es principio básico en la ciencia económica y su
\ influencia en la estructura de la sociedad.
\ La densidad de la obra queda recogida en el estudio que se hace cu su
¡ primer capítulo sobre el valor del dinero, al que sigue un análisis sobre sil
! valor sustancial, el dinero dentro de los órdenes ideológicos, la libertad indi-

vidual del dinero, la equivalencia monetaria de los valores personales y lo qu°
afecta al comportamiento o al estilo de vida que desde el dinero se origina.̂

I,a obra está enriquecida con un detallado índice de nombres y de materias
que permite fácilmente la consulta de citas para el estudioso del tema.

Han aparecido igualmente una nu<

su volumen II, 2." reimpresión de la 5.a edición, al precio d
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